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PARTICIPACIÓN EN ÁMBITO PÚBLICO
PREGUNTA 1

¿La Constitución y/o otras leyes de su país  prevén el derecho de los individuos a participar en el ámbito de asuntos públicos? Por favor proporcione información de legislación relevante y disposiciones Constitucionales.
En el Ecuador, como producto de un referéndum realizado  el 28 de septiembre de 2008, la Constitución de la República introdujo una concepción completamente distinta de estado, en la que se declara que “la soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder popular y de las formas de participación directa previstas en la Constitución” (artículo 1), postulado acompañado del diseño de un nuevo modelo de convivencia denominado ‘sumak kawsay’, categoría kichwa que identifica a todos los pueblos y culturas que pueblan el territorio ecuatoriano. 

La democracia participativa prevista en la Norma Suprema, define un sistema político basado en que la autoridad emana del pueblo y éste debe participar activamente en la administración del Estado; lo cual se expresa en el fortalecimiento del poder ciudadano y en el establecimiento de la institucionalidad pública necesaria para fortalecerla; garantizado las libertades básicas del ciudadano (expresión, reunión, asociación, etc.), así como la libre elección a los cargos de gobierno y el control de la gestión gubernamental.

1.1. NORMATIVA CONSTITUCIONAL Y LEGAL

En el contexto descrito se acompañan las normas constitucionales y legales más relevantes:

Constitución de la República del Ecuador

(Publicada en el Registro Oficial 449 de 20 de octubre de 2008)

Art. 1.- El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada.

La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la Constitución.

Los recursos naturales no renovables del territorio del Estado pertenecen a su patrimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible.

Art. 57.- Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: …

7. La consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre planes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables que se encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o culturalmente; participar en los beneficios que esos proyectos reporten y recibir indemnizaciones por los perjuicios sociales, culturales y ambientales que les causen. La consulta que deban realizar las autoridades competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento de la comunidad consultada, se procederá conforme a la Constitución y la ley. …

15. Construir y mantener organizaciones que los representen, en el marco del respeto al pluralismo y a la diversidad cultural, política y organizativa. El Estado reconocerá y promoverá todas sus formas de expresión y organización.

16. Participar mediante sus representantes en los organismos oficiales que determine la ley, en la definición de las políticas públicas que les conciernan, así como en el diseño y decisión de sus prioridades en los planes y proyectos del Estado.

17. Ser consultados antes de la adopción de una medida legislativa que pueda afectar cualquiera de sus derechos colectivos. …

Capítulo quinto

Derechos de participación

Art. 61.- Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan de los siguientes derechos:

1. Elegir y ser elegidos.

2. Participar en los asuntos de interés público.

3. Presentar proyectos de iniciativa popular normativa.

4. Ser consultados.

5. Fiscalizar los actos del poder público.

6. Revocar el mandato que hayan conferido a las autoridades de elección popular.

7. Desempeñar empleos y funciones públicas con base en méritos y capacidades, y en un sistema de selección y designación transparente, incluyente, equitativa, pluralista y democrática, que garantice su participación, con criterios de equidad y paridad de género, igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad y participación intergeneracional.

8. Conformar partidos y movimientos políticos, afiliarse o desafiliarse libremente de ellos y participar en todas las decisiones que éstos adopten.

Las personas extranjeras gozarán de estos derechos en lo que les sea aplicable.

Art. 83.- Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley: …

17. Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país, de manera honesta y transparente.

Capítulo segundo

Políticas públicas, servicios públicos y participación ciudadana

Art. 85.- La formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas Públicas y servicios públicos que garanticen los derechos reconocidos por la Constitución, se regularán de acuerdo con las siguientes disposiciones:

1. Las políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos se orientarán a hacer efectivos el buen vivir y todos los derechos, y se formularán a partir del principio de solidaridad.

2. Sin perjuicio de la prevalencia del interés general sobre el interés particular, cuando los efectos de la ejecución de las políticas públicas o prestación de bienes o servicios públicos vulneren o amenacen con vulnerar derechos constitucionales, la política o prestación deberá reformularse o se adoptarán medidas alternativas que concilien los derechos en conflicto.

3. El Estado garantizará la distribución equitativa y solidaria del presupuesto para la ejecución de las políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos.

En la formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos se garantizará la participación de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades.

Capítulo primero

Participación en democracia

Sección primera

Principios de la participación

Art. 95.- Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de manera protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, y en el control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano. La participación se orientará por los principios de igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e interculturalidad. 

La participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un derecho, que se ejercerá a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria.

Sección segunda

Organización colectiva

Art. 96.- Se reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular para desarrollar procesos de autodeterminación e incidir en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de gobierno, así como de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios públicos.

Las organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y sus formas de expresión; deberán garantizar la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes y la rendición de cuentas.

Art. 97.- Todas las organizaciones podrán desarrollar formas alternativas de mediación y solución de conflictos, en los casos que permita la ley; actuar por delegación de la autoridad competente, con asunción de la debida responsabilidad compartida con esta autoridad; demandar la reparación de daños ocasionados por entes públicos o privados; formular propuestas y reivindicaciones económicas, políticas, ambientales, sociales y culturales; y las demás iniciativas que contribuyan al buen vivir.

Se reconoce al voluntariado de acción social y desarrollo como una forma de participación social.

Art. 98.- Los individuos y los colectivos podrán ejercer el derecho a la resistencia frente a acciones u omisiones del poder público o de las personas naturales o jurídicas no estatales que vulneren o puedan vulnerar sus derechos constitucionales, y demandar el reconocimiento de nuevos derechos.

Art. 99.- La acción ciudadana se ejercerá en forma individual o en representación de la colectividad, cuando se produzca la violación de un derecho o la amenaza de su afectación; será presentada ante autoridad competente de acuerdo con la ley. El ejercicio de esta acción no impedirá las demás acciones garantizadas en la Constitución y la ley.

Sección tercera

Participación en los diferentes niveles de gobierno

Art. 100.- En todos los niveles de gobierno se conformarán instancias de participación integradas por autoridades electas, representantes del régimen dependiente y representantes de la sociedad del ámbito territorial de cada nivel de gobierno, que funcionarán regidas por principios democráticos. La participación en estas instancias se ejerce para:

1. Elaborar planes y políticas nacionales, locales y sectoriales entre los gobiernos y la ciudadanía.

2. Mejorar la calidad de la inversión pública y definir agendas de desarrollo.

3. Elaborar presupuestos participativos de los gobiernos.

4. Fortalecer la democracia con mecanismos permanentes de transparencia, rendición de cuentas y control social.

5. Promover la formación ciudadana e impulsar procesos de comunicación.

Para el ejercicio de esta participación se organizarán audiencias públicas, veedurías, asambleas, cabildos populares, consejos consultivos, observatorios y las demás instancias que promueva la ciudadanía.

Art. 101.- Las sesiones de los gobiernos autónomos descentralizados serán públicas, y en ellas existirá la silla vacía que ocupará una representante o un representante ciudadano en función de los temas a tratarse, con el propósito de participar en su debate y en la toma de decisiones.

Art. 102.- Las ecuatorianas y ecuatorianos, incluidos aquellos domiciliados en el exterior, en forma individual o colectiva, podrán presentar sus propuestas y proyectos a todos los niveles de gobierno, a través de los mecanismos previstos en la Constitución y la ley.

Sección cuarta

Democracia directa

Art. 103.- La iniciativa popular normativa se ejercerá para proponer la creación, reforma o derogatoria de normas jurídicas ante la Función Legislativa o cualquier otro órgano con competencia normativa. Deberá contar con el respaldo de un número no inferior al cero punto veinte y cinco por ciento de las personas inscritas en el registro electoral de la jurisdicción correspondiente.

Quienes propongan la iniciativa popular participarán, mediante representantes, en el debate del proyecto en el órgano correspondiente, que tendrá un plazo de ciento ochenta días para tratar la propuesta; si no lo hace, la propuesta entrará en vigencia. Cuando se trate de un proyecto de ley, la Presidenta o Presidente de la República podrá enmendar el proyecto pero no vetarlo  totalmente.

Para la presentación de propuestas de reforma constitucional se requerirá el respaldo de un número no inferior al uno por ciento de las personas inscritas en el registro electoral. En el caso de que la Función Legislativa no trate la propuesta en el plazo de un año, los proponentes podrán solicitar al Consejo Nacional Electoral que convoque a consulta popular, sin necesidad de presentar el ocho por ciento de respaldo de los inscritos en el registro electoral. Mientras se tramite una propuesta ciudadana de reforma constitucional no podrá presentarse otra.

Art. 104.- El organismo electoral correspondiente convocará a consulta popular por disposición de la Presidenta o Presidente de la República, de la máxima autoridad de los gobiernos autónomos descentralizados o de la iniciativa ciudadana.

La Presidenta o Presidente de la República dispondrá al Consejo Nacional Electoral que convoque a consulta popular sobre los asuntos que estime convenientes.

Los gobiernos autónomos descentralizados, con la decisión de las tres cuartas partes de sus integrantes, podrán solicitar la convocatoria a consulta popular sobre temas de interés para su jurisdicción.

La ciudadanía podrá solicitar la convocatoria a consulta popular sobre cualquier asunto. Cuando la consulta sea de carácter nacional, el petitorio contará con el respaldo de un número no inferior al cinco por ciento de personas inscritas en el registro electoral; cuando sea de carácter local el respaldo será de un número no inferior al diez por ciento del correspondiente registro electoral.

Cuando la consulta sea solicitada por ecuatorianas y ecuatorianos en el exterior, para asuntos de su interés y relacionados con el Estado ecuatoriano, requerirá el respaldo de un número no inferior al cinco por ciento de las personas inscritas en el registro electoral de la circunscripción especial.

Las consultas populares que soliciten los gobiernos autónomos descentralizados o la ciudadanía no podrán referirse a asuntos relativos a tributos o a la organización político administrativa del país, salvo lo dispuesto en la Constitución.

En todos los casos, se requerirá dictamen previo de la Corte Constitucional sobre la constitucionalidad de las preguntas propuestas.

Art. 277.- Para la consecución del buen vivir, serán deberes generales del Estado:

1. Garantizar los derechos de las personas, las colectividades y la naturaleza.

2. Dirigir, planificar y regular el proceso de desarrollo.

3. Generar y ejecutar las políticas públicas, y controlar y sancionar su incumplimiento.

4. Producir bienes, crear y mantener infraestructura y proveer servicios públicos.

5. Impulsar el desarrollo de las actividades económicas mediante un orden jurídico e instituciones políticas que las promuevan, fomenten y defiendan mediante el cumplimiento de la Constitución y la ley.

6. Promover e impulsar la ciencia, la tecnología, las artes, los saberes ancestrales y en general las actividades de la iniciativa creativa comunitaria, asociativa, cooperativa y privada.

Capítulo segundo

Planificación participativa para el desarrollo

Art. 279.- El sistema nacional descentralizado de planificación participativa organizará la planificación para el desarrollo. El sistema se conformará por un Consejo Nacional de Planificación, que integrará a los distintos niveles de gobierno, con participación ciudadana, y tendrá una secretaría técnica, que lo coordinará. Este consejo tendrá por objetivo dictar los lineamientos y las políticas que orienten al sistema y aprobar el Plan Nacional de Desarrollo, y será presidido por la Presidenta o Presidente de la República.

Los consejos de planificación en los gobiernos autónomos descentralizados estarán presididos por sus máximos representantes e integrados de acuerdo con la ley.

Los consejos ciudadanos serán instancias de deliberación y generación de lineamientos y consensos estratégicos de largo plazo, que orientarán el desarrollo nacional.

1. Participar en todas las fases y espacios de la gestión pública y de la planificación del desarrollo nacional y local, y en la ejecución y control del cumplimiento de los planes de desarrollo en todos sus niveles.

2. Producir, intercambiar y consumir bienes y servicios con responsabilidad social y ambiental.

Ley Orgánica de Participación Ciudadana 

(Registro Oficial: 175 de 20 de abril del 2010)

 Art. 2.- Ámbito.- La presente Ley tiene aplicación obligatoria para todas las personas en el territorio ecuatoriano; las ecuatorianas y los ecuatorianos en el exterior; las instituciones públicas y las privadas que manejen fondos públicos o desarrollen actividades de interés público. Son sujetos de derechos de participación ciudadana todas las personas en el territorio ecuatoriano, las ecuatorianas y los ecuatorianos en el exterior, colectivos, comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblos afroecuatoriano y montubio, y demás formas de organización lícita, que puedan promover libremente las personas en el Ecuador o las ecuatorianas o ecuatorianos en el exterior.

Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas

(Registro Oficial: 306 de 22 de octubre del 2010)

Art. 2.- Lineamientos para el desarrollo.- Para la aplicación de este código, a través de la planificación del desarrollo y las finanzas públicas, se considerarán los siguientes lineamientos:

1. Contribuir al ejercicio de la garantía de derechos de la ciudadanía que en este Código incluye a las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades por medio de las políticas públicas, la asignación equitativa de los recursos públicos y la gestión por resultados;

2. Fomentar la participación ciudadana y el control social en la formulación de la política pública, que reconozca la diversidad de identidades; así como los derechos de comunidades, pueblos y nacionalidades;

Art. 5.- Principios comunes.- Para la aplicación de las disposiciones contenidas en el presente código, se observarán los siguientes principios: …

5. Participación Ciudadana.- Las entidades a cargo de la planificación del desarrollo y de las finanzas públicas, y todas las entidades que forman parte de los sistemas de planificación y finanzas públicas, tienen el deber de coordinar los mecanismos que garanticen la participación en el funcionamiento de los sistemas.

Art. 13.- Planificación participativa.- El gobierno central establecerá los mecanismos de participación ciudadana que se requieran para la formulación de planes y políticas, de conformidad con las leyes y el reglamento de este código.

El Sistema Nacional Descentralizado de Planificación Participativa acogerá los mecanismos definidos por el sistema de participación ciudadana de los gobiernos autónomos descentralizados, regulados por acto normativo del correspondiente nivel de gobierno, y propiciará la garantía de participación y democratización definida en la Constitución de la República y la Ley. Se aprovechará las capacidades y conocimientos ancestrales para definir mecanismos de participación.

Art. 46.- Formulación participativa.- Los planes de desarrollo y de ordenamiento territorial de los gobiernos autónomos descentralizados se formularán y actualizarán con participación ciudadana, para lo cual se aplicarán los mecanismos participativos establecidos en la Constitución de la República, la Ley y la normativa expedida por los gobiernos autónomos descentralizados.

Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización 

 (Registro Oficial: 303 de 19 de octubre del 2010)

Artículo 2.- Objetivos.- Son objetivos del presente Código:

a) La autonomía política, administrativa y financiera de los gobiernos autónomos descentralizados, en el marco de la unidad del Estado ecuatoriano;

b) La profundización del proceso de autonomías y descentralización del Estado, con el fin de promover el desarrollo equitativo, solidario y sustentable del territorio, la integración y participación ciudadana, así como el desarrollo social y económico de la población. …

f) La democratización de la gestión del gobierno central y de los gobiernos autónomos descentralizados, mediante el impulso de la participación ciudadana.

Artículo 3.- Principios.- El ejercicio de la autoridad y las potestades públicas de los gobiernos autónomos descentralizados se regirán por los siguientes principios:

g) Participación ciudadana.- La participación es un derecho cuya titularidad y ejercicio corresponde a la ciudadanía. El ejercicio de este derecho será respetado, promovido y facilitado por todos los órganos del Estado de manera obligatoria, con el fin de garantizar la elaboración y adopción compartida de decisiones, entre los diferentes niveles de gobierno y la ciudadanía, así como la gestión compartida y el control social de planes, políticas, programas y proyectos públicos, el diseño y ejecución de presupuestos participativos de los gobiernos. En virtud de este principio, se garantizan además la transparencia y la rendición de cuentas, de acuerdo con la Constitución y la ley.

Artículo 29.- Funciones de los gobiernos autónomos descentralizados.- El ejercicio de cada gobierno autónomo descentralizado se realizará a través de tres funciones integradas:

a) De legislación, normatividad y fiscalización;

b) De ejecución y administración; y,

c) De participación ciudadana y control social.

Artículo 128 inciso 3º.- Sistema integral y modelos de gestión.- Todas las competencias se gestionarán como un sistema integral que articula los distintos niveles de gobierno y por lo tanto serán responsabilidad del Estado en su conjunto. El ejercicio de las competencias observará una gestión solidaria y subsidiaria entre los diferentes niveles de gobierno, con participación ciudadana y una adecuada coordinación interinstitucional.

Sección Cuarta

Formulación del Presupuesto

Párrafo Segundo

Estimación de Ingresos y Gastos

Artículo 238.- Participación ciudadana en la priorización del gasto.- Las prioridades de gasto se establecerán desde las unidades básicas de participación y serán recogidas por la asamblea local o el organismo que en cada gobierno autónomo descentralizado se establezca como máxima instancia de participación. El cálculo definitivo de ingresos será presentado en el mismo plazo del inciso anterior, por el ejecutivo, en la asamblea local como insumo para la definición participativa de las prioridades de inversión del año siguiente.

Capítulo III

La Participación Ciudadana en los Gobiernos Autónomos Descentralizados

Artículo 302.- Participación ciudadana.- La ciudadanía, en forma individual y colectiva, podrán participar de manera protagónica en la toma de decisiones, la planificación y gestión de los asuntos públicos y en el control social de las instituciones de los gobiernos autónomos descentralizados y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano.

La participación se orientará por los principios de igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e interculturalidad.

Los gobiernos autónomos descentralizados reconocerán todas las formas de participación ciudadana, de carácter individual y colectivo, incluyendo aquellas que se generen en las unidades territoriales de base, barrios, comunidades, comunas, recintos y aquellas organizaciones propias de los pueblos y nacionalidades, en el marco de la Constitución y la ley.

Las autoridades ejecutivas y legislativas de los gobiernos autónomos descentralizados tendrán la obligación de establecer un sistema de rendición de cuentas a la ciudadanía conforme el mandato de la ley y de sus propias normativas.

Artículo 303.- Derecho a la participación.- El derecho a la participación ciudadana se ejercerá en todos los niveles de los gobiernos autónomos descentralizados a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria.

Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos de la circunscripción del gobierno autónomo descentralizado correspondiente, deben ser consultados frente a la adopción de medidas normativas o de gestión que puedan afectar sus derechos colectivos.

La ciudadanía tiene derecho a ejercer la democracia directa a través de la presentación de proyectos de normas regionales, ordenanzas provinciales, distritales o cantonales, acuerdos y resoluciones parroquiales. También tienen derecho a ejercer el control social de los actos de los gobiernos autónomos descentralizados y a la revocatoria del mandato de sus autoridades en el marco de la Constitución y la Ley.

La ciudadanía, en forma individual o colectiva, tiene derecho a participar en las audiencias públicas, asambleas, cabildos populares, consejos consultivos, de acuerdo con lo establecido en la Constitución, la ley y demás normativa; además, podrá solicitar la convocatoria a consulta popular sobre cualquier asunto de interés de la circunscripción territorial y revocatoria del mandato en el marco de lo dispuesto en la Constitución y la ley.

Los grupos de atención prioritaria, tendrán instancias específicas de participación, para la toma de decisiones relacionadas con sus derechos.

Para efectos de lograr una participación ciudadana informada, los gobiernos autónomos descentralizados facilitarán la información general y particular generada por sus instituciones; además, adoptarán medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad.

Artículo 304.- Sistema de participación ciudadana.- Los gobiernos autónomos descentralizados conformarán un sistema de participación ciudadana, que se regulará por acto normativo del correspondiente nivel de gobierno, tendrá una estructura y denominación propias.

El sistema de participación ciudadana se constituye para:

a) Deliberar sobre las prioridades de desarrollo en sus respectivas circunscripciones; así como, conocer y definir los objetivos de desarrollo territorial, líneas de acción y metas;

b) Participar en la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de los planes de desarrollo y de ordenamiento territorial; y, en general, en la definición de propuestas de inversión pública;

c) Elaborar presupuestos participativos de los gobiernos;

d) Participar en la definición de políticas públicas;

e) Generar las condiciones y mecanismos de coordinación para el tratamiento de temas específicos que se relacionen con los objetivos de desarrollo territorial, a través de grupos de interés sectoriales o sociales que fueren necesarios para la formulación y gestión del plan, quienes se reunirán tantas veces como sea necesario. Los grupos de interés conformados prepararán insumos debidamente documentados que servirán para la formulación del plan;

f) Fortalecer la democracia local con mecanismos permanentes de transparencia, rendición de cuentas y control social;

g) Promover la participación e involucramiento de la ciudadanía en las decisiones que tienen que ver con el desarrollo de los niveles territoriales; y,

h) Impulsar mecanismos de formación ciudadana para la ciudadanía activa.

El sistema de participación estará integrado por autoridades electas, representantes del régimen dependiente y representantes de la sociedad de su ámbito territorial.

La máxima instancia de decisión del sistema de participación será convocada a asamblea al menos dos veces por año a través del ejecutivo del respectivo gobierno autónomo descentralizado.

El sistema de participación ciudadana designará a los representantes de la ciudadanía a los consejos de planificación del desarrollo correspondientes.

Artículo 305.- Garantía de participación y democratización.- Los gobiernos autónomos descentralizados promoverán e implementarán, en conjunto con los actores sociales, los espacios, procedimientos institucionales, instrumentos y mecanismos reconocidos expresamente en la Constitución y la ley; así como, otras expresiones e iniciativas ciudadanas de participación necesarias para garantizar el ejercicio de este derecho y la democratización de la gestión pública en sus territorios.
PREGUNTA 2:

¿Cuál es el alcance y contenido del derecho a la participación política y pública, según lo dispuesto en la legislación nacional? 

Las normas constitucionales y legales que han sido citadas posibilitan que la participación ciudadana sea asumida como una práctica transversal en toda la administración pública. La normativa ecuatoriana propende al enfoque sistémico de la participación ciudadana para la gestión de lo público en tres tipos de relaciones
: 

Sectorial- territorial

La legislación participativa es vinculante igualmente para los ámbitos sectorial y territorial, lo cual está revestido de su propia complejidad porque implica el ejercicio práctico de la bidireccionalidad en los procesos públicos, esto es el ensamble de las dinámicas de abajo hacia arriba propias de la participación social y popular, con los procedimientos de arriba hacia abajo derivados de los grandes objetivos nacionales y las políticas estratégicas gubernamentales.

Nacional - local 

La normativa articula la participación ciudadana en los gobiernos autónomos descentralizados, con la participación ciudadana en las instituciones gubernamentales centrales de las cinco Funciones del Estado, lo cual implica la sincronización de los mecanismos participativos en la gestión pública a nivel parroquial, cantonal y provincial, con la gestión gubernamental nacional.

Individual - colectivo.

La legislación articula la participación ciudadana como derecho individual y colectivo en la gestión de lo público, que requiere abrir y mantener espacios de deliberación pública entre las instancias de participación generadas desde los movimientos sociales y populares, con los gobiernos y autoridades para el ejercicio de las políticas públicas con enfoque  plurinacional e intercultural.

Los cuerpos normativos que se  detallan en el presente informe regulan los alcances de la participación ciudadana en la esfera pública en el ámbito estatal y no estatal, contando con mecanismos que involucran a las cinco Funciones del Estado, a los cinco niveles de gobierno y todos los ciclos de planificación, presupuesto y gestión de políticas públicas para el desarrollo territorial y la prestación de bienes y servicios públicos, en el marco de las orientaciones del buen vivir.

Contenido
En la actualidad, el Ecuador dispone de una extensa legislación que auspicia y promueve la implementación de la participación ciudadana en la esfera pública, a través de leyes orgánicas, leyes secundarias, reglamentos operativos y ordenanzas provinciales y cantonales. En conjunto, este entramado jurídico instaura un orden integrado y concatenado de leyes de participación que facilitan la puesta en práctica del derecho ciudadano a la participación pública, al igual que la garantía constitucional de acceso a los bienes, servicios e inversiones de las políticas públicas, tanto a nivel nacional como local, como se detalla:

La Constitución del Ecuador.- Los artículos constitucionales relativos a la participación ciudadana en los asuntos públicos son el fundamento para su adopción y puesta en práctica en las acciones del sector público; por lo que todos los planes, políticas, programas y proyectos participativos de carácter público, se sustentan en los preceptos de la Constitución del Ecuador que establecen en el Titulo II de los Derechos, que todos los ciudadanos del país, independiente de su condición social, cultural, etaria y física tienen el derecho de participar en la definición y ejecución de las políticas públicas. 

En el Art. 57 se establecen los derechos de participación de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos y montubios para el uso, administración y conservación de los recursos no renovables en sus tierras, la consulta previa en un plazo razonable, la representación en los organismos oficiales y la consulta legislativa. El Art. 61 manda que todas las ecuatorianas y ecuatorianos tienen derechos a elegir y ser elegidos, a participar en los asuntos de interés público, presentar proyectos de iniciativa popular normativa, ser consultados, fiscalizar los actos del poder público, revocar el mandato de las autoridades, desempeñar funciones públicas y conformar partidos y movimientos políticos. El Art. 83 instaura la responsabilidad ciudadana de participación en la vida política, cívica y comunitaria del país de manera honesta y transparente. El Art. 85 fija la garantía constitucional de participación ciudadana en las políticas y servicios públicos en un marco de solidaridad, asegurando la distribución equitativa del presupuesto y la participación de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades en la formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas y servicios públicos.

De su lado, el Art. 95 profundiza el mandato constitucional de participación en la organización del poder, mediante la complementación de los mecanismos de democracia representativa, directa y comunitaria, disponiendo que los ciudadanos y ciudadanas, individual y colectivamente, participen de manera protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, en el control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano. Para lo cual el Art. 96 reconoce a todas las formas de organización de la sociedad como instancias de incidencia en las decisiones y políticas públicas, al igual que en todos los niveles de gobierno y en las entidades privadas que presten servicios públicos.

La participación en los diferentes niveles de gobierno se amplía en el Art. 100 que manda conformar instancias de participación con autoridades electas, representantes del régimen dependiente y de la sociedad para elaborar planes y políticas, mejorar la inversión pública, elaborar presupuestos participativos con transparencia, rendición de cuentas, control social, y organizar audiencias públicas, veedurías, asambleas, cabildos, consejos consultivos y demás instancias que promueva la ciudadanía. El Art. 101 otorga carácter público a las sesiones de los gobiernos autónomos descentralizados, en las cuales la ciudadanía debe usar la silla vacía.

Asimismo, el Art. 103 establece la iniciativa popular para proponer la creación, reforma o derogatoria de normas jurídicas en cualquier órgano público con competencia normativa. Mientras el Art. 156 establece el carácter participativo de los consejos nacionales de igualdad en la formulación, transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de políticas públicas de género, étnicas, generacionales, interculturales, discapacidades y movilidad humana.

El Art. 204 ratifica el derecho a la participación del pueblo como primer mandante y fiscalizador del poder público, a través de la Función de Transparencia y Control Social que, en lo pertinente, fomentará y promoverá la participación ciudadana con la formulación de políticas públicas de transparencia, control, rendición de cuentas, promoción de la participación ciudadana y prevención y lucha contra la corrupción conforme al Art. 206. Con este propósito los Art. 207 y 208 ordenan que el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social promueva e incentive el ejercicio de los derechos relativos a la participación ciudadana, estimule procesos de deliberación pública y propicie la formación en ciudadanía, valores, transparencia y lucha contra la corrupción.

En relación con la organización territorial del Estado cabe destacar que en el Art. 248 se reconoce a las comunidades, comunas, recintos, barrios y parroquias urbanas como unidades básicas de participación en los gobiernos autónomos descentralizados y en el sistema nacional de planificación; al tiempo que con el Art. 267 se promueve la organización ciudadana de las comunas, recintos y demás asentamientos rurales como organizaciones territoriales de base.

A través de los Art. 275 y 276 se establece el carácter participativo de la planificación para el buen vivir o sumak kawsay, fomentando la participación y control social con reconocimiento de las diversas identidades y promoción de su representación equitativa en todas las fases de la gestión del poder público. El Art. 278 también confirma el carácter participativo de la planificación como condición para el logro del buen vivir, señalando que corresponde a todas las personas, colectividades y diversas formas organizativas participar en todas las fases y espacios de la gestión pública, así como de la planificación del desarrollo nacional y local, y en la ejecución y control del cumplimiento de los planes de desarrollo en todos sus niveles.

El Art. 279 se refiere específicamente a la planificación participativa del desarrollo, por medio del sistema nacional descentralizado de planificación participativa integrado por el Consejo Nacional de Planificación y los consejos de planificación de los gobiernos autónomos descentralizados. Finalmente, en los diferentes artículos constitucionales referidos a las políticas sectoriales y estratégicas se ratifica el derecho a la participación ciudadana en el ciclo de las políticas públicas respectivas.

La Ley Orgánica de Participación Ciudadana, norma el ejercicio individual y colectivo de los derechos de participación ciudadana en la toma de decisiones y la deliberación pública en el Estado, en los diferentes niveles de gobierno y en la sociedad para la gestión pública, el seguimiento de políticas y la prestación de servicios públicos, garantizando la intervención ciudadana. La ley sienta las bases operativas de la democracia participativa y el fortalecimiento del poder ciudadano.

Establece doce principios para el ejercicio del derecho de participación ciudadana en las cinco Funciones del Estado y son: igualdad, interculturalidad, plurinacionalidad, autonomía, deliberación pública, respecto a la diferencia, paridad de género, responsabilidad, corresponsabilidad, información y transparencia, pluralismo, y solidaridad. 

Señala tres mecanismos de democracia directa: a) la iniciativa popular normativa que faculta la creación, reforma o derogatoria de normas jurídicas ante la Función Legislativa y otros órganos con competencia normativa, b) la reforma constitucional por iniciativa popular con el respaldo de al menos el 8% de la población inscrita en el registro electoral nacional, la consulta popular por el Presidente, los GAD y por iniciativa ciudadana; y c) la revocatoria del mandato de las autoridades de elección popular.

Regula la promoción estatal en la formación ciudadana y difusión de derechos y deberes a través de cuatro mecanismos: campañas informativas, inclusión de contenidos constitucionales en mallas curriculares educativas, formación de redes de educación popular y difusión de la memoria histórica. Norma la participación nacional a través de los Consejos Nacionales para la Igualdad, el Consejo Nacional de Planificación, y los consejos ciudadanos sectoriales; y a nivel local a través de las asambleas locales, los consejos locales de planificación y los presupuestos participativos. Además, establece como mecanismos universales de participación ciudadana las audiencias públicas, los cabildos populares, la silla vacía y las veedurías, observatorios y consejos consultivos.

En relación con los niveles de gobierno el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), en materia de participación ciudadana norma el ejercicio de las competencias que otorgan personería jurídica a las organizaciones sociales sin fines de lucro, en el marco del sistema nacional de organizaciones sociales, especialmente de los gobiernos autónomos descentralizados regionales; y que promueven la organización ciudadana y vigilancia de la ejecución de obras y calidad de servicios públicos en los gobiernos autónomos descentralizados parroquiales rurales para la consulta sobre estudios, evaluaciones de impacto social, toma de decisiones y vigilancia en temas de recursos naturales.

El COOTAD enfoca la participación ciudadana en la gestión de las intervenciones de desarrollo del territorio, normando que todos los gobiernos autónomos descentralizados planifiquen el desarrollo y ordenamiento territorial con la participación protagónica de la ciudadanía, en conexión con el sistema nacional descentralizado de planificación participativa. Regula el funcionamiento de los consejos de planificación participativa en el proceso de formulación, seguimiento y evaluación de planes y prioridades estratégicas de desarrollo.

Crea el sistema de participación ciudadana en cada nivel de gobierno para deliberar sobre las prioridades del desarrollo, participar en el ciclo de planificación y en las propuestas de inversión pública, en la elaboración de presupuestos participativos, definición de políticas públicas, coordinación temática y sectorial, fortalecimiento de la democracia local con mecanismos de transparencia, rendición de cuentas y control social, además de promover la participación y formación ciudadana. El sistema de participación ciudadano se integra con autoridades electas, representantes del régimen dependiente y de la sociedad, y designa los representantes ciudadanos a los consejos de planificación.

Además, regula a los barrios y parroquias urbanas como unidades básicas de participación en los gobiernos autónomos descentralizados cantonales y distritales, a través de consejos barriales y parroquiales urbanos que representan a la ciudadanía, velan por el ejercicio de derechos ciudadanos, ejercen control social, apoyan programas de desarrollo social, participan en espacios públicos de planificación y políticas, promueven la integración de los pobladores, su capacitación y el ejercicio de derechos constitucionales. De igual manera norma a las comunas, comunidades y recintos como unidades básicas de participación en los gobiernos autónomos descentralizados parroquiales rurales, en conexión con el sistema nacional descentralizado de planificación participativa.

Desde la Función Ejecutiva a través del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, se norma la coordinación de los mecanismos participativos para el funcionamiento del Sistema Nacional Descentralizado de Planificación Participativa, especialmente la participación ciudadana en la formulación de planes y políticas de nivel nacional, acogiendo los mecanismos de planificación participativa definidos por los gobiernos autónomos descentralizados. Regula la participación de los cuatro delegados de la sociedad civil en el Consejo Nacional de Planificación, y de los tres representantes de las instancias de participación en cada uno de los consejos de planificación de los gobiernos autónomos descentralizados. El código, además, norma la participación ciudadana en todas las fases del ciclo de planificación y de elaboración de políticas públicas, en relación con la inversión pública nacional y subnacional.

Por su parte, la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad, establece entre las finalidades de estos Consejos, en su Artículo 3, numeral 3:  "Participar en la formulación, transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de las políticas públicas a favor de personas, comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos, dentro del ámbito de sus competencias relacionadas con las temáticas de género, étnicas, generacionales, interculturales, de discapacidad y movilidad humana, fomentando una cultura de paz que desarrolle capacidades humanas orientadas hacia la garantía del derecho de igualdad y no discriminación; medidas de acción afirmativa que favorezcan la igualdad entre las personas, comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos; y, la erradicación de actos, usos, prácticas, costumbres y estereotipos considerados discriminatorios." El artículo 5 de esta Ley establece como principios rectores que rigen el accionar de los Consejos Nacionales para la Igualdad, el de “Participación democrática”.

PREGUNTA 3:

¿Como el estado garantiza que todos los individuos tomen parte en los asuntos públicos?  ¿Qué medidas concretas (incluida la legislación) el estado ha adoptado con el fin de permitir la participación plena y en igualdad política y pública de los miembros de todos los grupos? ¿Como el Estado monitorea y hacer cumplir la legislación adoptada para permitir la participación plena y en igualdad política y pública de los miembros de todos los grupos?

Entre las principales medidas que el Estado ecuatoriano ha adoptado para garantizar la participación de ciudadanos y ciudadanas en su diversidad se puede mencionar la normativa vigente para procesos electorales, “Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia” (27 de abril de 2009) y para la participación ciudadana,  “Ley Orgánica de Participación Ciudadana” (11 de Mayo de 2011).  

En el Código de la Democracia, se regula la participación popular en el ejercicio de la democracia directa para los procesos electorales y para la designación de las autoridades de los órganos de poder, bajo principios de diversidad, pluralismo ideológico y de igualdad de oportunidades, entre otros. 

De manera específica se menciona en el Art. 3 que: 

“El Estado promueve la representación paritaria de mujeres y hombres en los cargos de nominación o designación de la función pública, en sus instancias de dirección y decisión, y en los partidos y movimientos políticos. En las candidaturas para las elecciones pluripersonales será obligatoria su participación alternada y secuencial.
El Estado adoptará medidas de acción afirmativa para garantizar la participación de los sectores discriminados.”

En la Ley Orgánica de Participación Ciudadana tiene por objeto propiciar, fomentar y garantizar el ejercicio de los derechos de participación de las ciudadanas y los ciudadanos en la toma de decisiones, sentando bases para el funcionamiento de la democracia participativa, así como, de las iniciativas de rendición de cuentas y control social.  

Se menciona que son sujetos de este derecho, todas las personas en el territorio ecuatoriano, las ecuatorianas y los ecuatorianos en el exterior, colectivos, comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblos afro ecuatoriano y montubio, y demás formas de organización lícita, que puedan promover libremente las personas en el Ecuador o las ecuatorianas o ecuatorianos en el exterior.  Y se identifican como principios de la participación: igualdad, interculturalidad, plurinacionalidad, respeto a la diferencia, paridad de género, entre otros.

Para la implementación y cumplimiento de estas normativas existen instancias del Estado  como el Consejo Nacional Electoral (CNE) y el Tribunal Contencioso Electoral (TCE), dentro de la Función Electoral,  quienes regulan y controlan las políticas para los procesos electorales, y dentro de la nueva Función del Estado de Transparencia y Control Social, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS), en la cual se impulsa la participación ciudadana y se establece los mecanismos de control social en los asuntos de interés público.

Estas instancias al contar con normativa que estipula la paridad entre hombres y mujeres, así como medidas de acción afirmativa para garantizar la participación de sectores discriminados, ha elaborado reglamentos para procesos electorales o de selección y designación de altos cargos uninominales de la administración pública, así como de representantes de cuerpos colegiados de todas las Funciones del Estado y para la representantes de sociedad civil que conformarán mecanismos de control social. 

El Consejo Nacional Electoral  CNE, en el marco de las innovaciones generadas para los procesos electorales realizó los proyectos emblemáticos denominados “Voto en Casa” / Inclusión  y “Voto Transparente”. 

Estos proyectos estuvieron bajo la responsabilidad de la Coordinación Nacional Técnica de Procesos de Participación Política, durante el proceso electoral para las elecciones nacionales 2013, como también en las elecciones seccionales 2014. 

Voto en Casa / Inclusión es la iniciativa generada por la ciudadanía y apoyada por el CNE para facilitar el derecho al sufragio de las personas con más del 75% de discapacidad, en su domicilio.

Mediante esta iniciativa, el CNE ha sido reconocido como el “organismo electoral” con mejores y adecuadas políticas de inclusión para las personas con discapacidad (PCD), hecho que ha trascendido fronteras en nuestra región.

Normativa:

o
Constitución del 2008

o
Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, CÓDIGO DE LA DEMOCRACIA.

Como resultado de un trabajo conjunto con las organizaciones sociales, los movimientos asociativos de las personas con discapacidad y el Consejo Nacional de Discapacidad - CONADIS, el Pleno del organismo electoral inicia un proceso de construcción de una política desde el año 2004, que permita establecer las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos de participación de las personas con discapacidad y de los grupos prioritarios con voto facultativo en general. Producto de esta interrelación positiva, en el año 2012 y 2013, se genera el “Reglamento de Participación Política de las Personas con Discapacidad” al Código de la Democracia, el “Instructivo para el registro y sufragio de las personas del proyecto piloto Voto en Casa” y el “Instructivo para la Mesa de Atención Preferente”. 

Durante los últimos años, el diseño, aplicación y evaluación de esta política y normativa han sido resultado de un proceso participativo y constante de más de 1.331 organizaciones públicas y privadas como las Federaciones Nacionales de y para la Discapacidad, las delegaciones provinciales del CNE y organizaciones de la sociedad civil en todo el país. 

El presupuesto de la institución invertido para la aplicación de esta política durante las elecciones generales del año 2013, fue de alrededor de $107.000. Luego de evidenciar su impacto en la participación de las personas con discapacidad, el Pleno del Consejo Nacional Electoral decide aumentar el presupuesto en el Plan Operativo Electoral y Plan Operativo Anual de la planta central y de las delegaciones provinciales a $1,900,000,oo aproximadamente, para las elecciones seccionales del año 2014 e implementarlo en la promoción del voto facultativo en general. En este sentido, se muestra a continuación los resultados del ejercicio de los derechos de participación de las personas con discapacidad, reflexiones sobre los enfoques de trabajo, normativa electoral relacionada con el tema, las experiencias del equipo de trabajo nacional y provincial y de los funcionarios en general, que participaron en la ejecución de estas actividades.

Con la intención de la aplicación efectiva y endógena de los mecanismos de inclusión, en concordancia con la Constitución de la República del Ecuador, que establece como mandato la descentralización y desconcentración, se consolidó un equipo de coordinación nacional y se delegó un funcionario por cada provincia para la ejecución de las actividades, respondiendo así, a la realidad específica y diversa que se vive en el Ecuador.

Debido a la importancia de generar capacidades y criterios que permita a los funcionarios aplicar los mecanismos de inclusión, se generaron 5 capacitaciones,  a 24 funcionarios provinciales y 24 directores de las diferentes delegaciones provinciales del CNE, durante estos espacios se planificaron además,  las estrategias de ejecución de las actividades, y sus indicadores de evaluación, además se mantuvieron reuniones constantes con las coordinaciones y direcciones nacionales de la institución para la transversalización de la inclusión de personas con discapacidad en cada una de sus funciones y competencias. 

Mesa de atención preferente

Con la intención  de facilitar el tránsito y el ejercicio del derecho al sufragio de las personas con discapacidad, y de movilidad reducida en general y según lo establecido en el Código de la Democracia, se ubicó 1.762 mesas de atención preferente debidamente identificadas dentro de los recinto electorales, como mecanismo de inclusión que  además conto con personal debidamente capacitado y sensibilizado, el servicio ofrecido fue de información sobre el voto asistido y preferente, plantilla en sistema braille, apoyo para la movilización dentro de los recintos y el traslado de las papeletas hacia la mesa de atención preferente.

Conforme a la voluntad de las personas con discapacidad manifestada a nivel nacional en las reuniones de aplicación del proyecto, y con la intención de no generar espacios paralelos de ejercicio de la ciudadanía, se ubicaron estas mesas solamente en recintos electorales con más de 10 Juntas Receptoras del Voto.  

De las 103.481 personas atendidas 10.577 fueron mujeres embarazadas que representan el 10,23%, 39.741 fueron adultos mayores que representa el 38,40% y 53.163 fueron personas con algún tipo de discapacidad que representan 51,37%.
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El voto electrónico facilitó a las personas con discapacidad visual,  por medio de su ayuda,  técnicas a ejercer su derecho al sufragio sin necesidad de ser asistido.

Accesibilidad en los recintos y materiales electorales

La accesibilidad, en el ámbito electoral, es un derecho humano que implica la real probabilidad de ingresar, transitar y permanecer en un lugar de manera segura, confortable y autónoma, tanto en los espacios públicos y privados sin distinción, a fin de que las personas con o sin discapacidad puedan vivir de forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida.

Además, el artículo 314 de la Constitución de la República del Ecuador, establece “el Estado es responsable de la provisión de servicios públicos que respondan a los principios de universalidad, accesibilidad, continuidad y calidad, además según la convención internacional de los derechos de las personas con discapacidad el Estado debe garantizar que los procedimiento, instalaciones y materiales electorales sean adecuados,  accesibles y  fáciles de entender y utilizar”.
Por lo tanto, el Consejo Nacional Electoral, a pesar de que la accesibilidad de los recintos electorales no es su competencia, escogió alrededor de 3.402 recintos electorales  según criterios mínimos de accesibilidad y se diseñó su señalética conforme a las normativas INEN. 

Como resultado, el 75% de los recintos fueron accesibles tanto en el exterior como en el interior, se ubicó y distribuyó aproximadamente 33.000 juntas receptoras del voto según criterios mínimos de accesibilidad dentro de los recintos electorales. (Como caso específico en la provincia de Tungurahua se generó una campaña juvenil de ubicación de rampas en los recintos electorales). 

Así también se diseñaron las 11,613,270 papeletas electorales por cada una de las dignidades a elegir, con observaciones sobre diseño universal y accesibilidad a la información de la Federación Ecuatoriana Pro Atención a la Persona con Discapacidad Intelectual, Síndrome de Down, Autismo y Parálisis Cerebral  (FEPAPDEM). Además se imprimieron 6000 plantillas braille para personas con discapacidad visual para las dignidades de Prefecturas y Alcaldías de las cuales, según los informes de las Mesas de Atención Preferente se utilizaron 1.617 plantillas durante varias ocasiones.

Empadronamiento y cambio de domicilio de personas con discapacidad y adultos mayores.

De acuerdo al Artículo 11 del Código de la Democracia que establece que el voto será facultativo para las personas mayores de sesenta y cinco años de edad y las personas con discapacidad, es así que se solicitó la base de datos de personas con discapacidad mayores de 16 años para su empadronamiento al Consejo Nacional de Discapacidades y al Ministerio de Salud Pública, con información adicional como: porcentaje  de discapacidad, tipo de discapacidad, género, sector de vivienda, numero de cedula  y datos generales para el diseño, evaluación y aplicación de políticas públicas y medidas de acción afirmativa para la promoción del ejercicio de sus derechos de participación. El número de personas con discapacidad empadronados para el proceso electoral del 2013 fue de 279. 624, cifra que aumenta para el 2014 a 304.108  personas.

En concordancia con el Artículo 65 de la Constitución de la República del Ecuador, en el que manifiesta que el Estado adoptará medidas de acción afirmativa para garantizar la participación de los sectores discriminados y  además, debido a que  más del 50% de la personas con discapacidad mayores de 65 años no ejerció su derecho al sufragio en el 2013, en su mayoría por: 1) no encontrarse empadronados en su lugar de residencia, 2) la situación de doble vulnerabilidad,  y 3) por la inaccesibilidad de los servicios de trasporte he infraestructura tanto del sector urbano como rural del país, se realizó una campaña de  “Cambio de Domicilio” conformando  48 brigadas, con las cuales se sirvió a  15.338 personas con discapacidad y  38.954 adultos mayores.

Las brigadas de cambio de domicilio funcionaron de manera fija, colocando mesas con personal capacitado para el efecto en lugares y eventos estratégicos de asistencia masiva de las personas con discapacidad y adultos mayores y de manera móvil, las cuales visitaron los domicilios de las personas de este grupo prioritario según la base de datos proporcionada tanto por las instituciones que trabajan en este ámbito, como de las organizaciones y movimientos asociativos. 

Capacitación Electoral

Las Instituciones públicas o privadas se manifiestan ante la sociedad e impactan de acuerdo a la capacidad de gestión de cada una de las personas que las componen, este es el elemento que define el alcance de sus resultados y su trascendencia en el contexto. Por lo tanto, la potenciación de las capacidades del personal de una institución es definitivamente necesaria y directamente proporcional con los resultados o productos generados.

Un proceso electoral como el ecuatoriano implica la participación activa y efectiva de varias personas de la sociedad civil, de instituciones públicas, privadas y políticas, es por eso que la información y capacitación juega un papel decisivo en el éxito del mismo. 

En relación a los servicios que se presta, el CNE capacita a más de 250 mil miembros de Juntas Receptoras del Voto, Militares, Policías y Coordinadores de recintos electorales, para lo cual se diseñan materiales y se generan espacios con información y metodologías específicas al proceso electoral.

Para generar el mejor servicio para las personas con discapacidad y personas con movilidad reducida en general, como política de inclusión se incluyó en todos los materiales y espacios de capacitación a estos actores, una temática sobre “Atención Preferente en los Recintos Electorales” que entre sus contenidos más importantes  se encontraba el derecho al voto asistido, el derecho al voto preferente, formas de atención según discapacidad y según situaciones específicas del proceso electoral.
Este material se diseñó en coordinación con los equipos técnicos del Proyecto de Inclusión de personas con discapacidad a Procesos electorales, la Dirección Nacional de Capacitación y el Consejo Nacional de Discapacidades , así también en base a este material se generó un curso virtual colocado en la página web del CNE abierto al público en general.

PREGUNTA 4:

¿En qué medida todas las personas son consultadas durante los procesos legislativos y políticos de toma de decisiones? por favor describir las mejores prácticas o experiencias de estructuras representativas, procesos o cualquier otro medio para fomentar la participación antes de llegar a una decisión política.

De conformidad con lo previsto en el Art. 95 de la Constitución de la República, el Estado Ecuatoriano debe garantizar la participación de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades en la formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos.
Las políticas tienen el propósito de promover iniciativas de participación,  deliberación pública, formación en ciudadanía, contribuir en la construcción de una cultura ética, monitorear desde el poder ciudadano el ciclo de la gestión de lo público, realizar control social, demandar rendición de cuentas en las diferentes funciones del Estado y niveles de gobierno; asegurando una gestión transparente, eficaz y eficiente, equitativa e incluyente, mejorando la confianza ciudadana en las instituciones públicas.

Consultas populares

La Democracia Directa es una forma de democracia en la cual el poder es ejercido en forma directa por el PUEBLO en una asamblea. 

Dependiendo de las atribuciones de la ASAMBLEA, la CIUDADANÍA podría aprobar o derogar leyes, así como elegir a los funcionarios públicos o revocar el mandato de sus autoridades electas democráticamente.

Normativa:

· Constitución del Ecuador 2008.

· Se cuenta con la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador,  y dentro de sus Art.  195: “El Consejo Nacional Electoral convocará a consulta popular por disposición de la Presidenta o Presidente de la República de la máxima autoridad de los gobiernos autónomos descentralizas, de la iniciativa ciudadana o por la Asamblea Nacional en el caso establecido en el artículo 407 de la Constitución de la República y para convocar una Asamblea Constituyente…”
El Consejo Nacional Electoral en el marco de su gestión se encuentra preparado para asumir tan importante tarea, en el momento que sea requerido, y de esta manera cumplir con el mandato tanto de la Constitución como del Código de la Democracia.  

En este sentido, a través de la Dirección Nacional de Organizaciones Políticas, se presenta la información sobre los mecanismos de democracia directa, que se realiza en el país. 

VER ANEXO I CONSULTA POPULAR 

Iniciativas populares:

Normativa:

· Constitución  del Ecuador 2008

· Se cuenta con la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, CODIGO DE LA DEMOCRACIA:

Art. 187: “La ciudadanía con el respaldo de al menos el ocho por ciento de las personas inscritas en el registro electoral podrá proponer la enmienda de uno o varios artículos de la Constitución que no altere su estructura fundamental, el carácter y elementos constitutivos del Estado, que no  establezcan restricciones a los derechos y garantías, o que no modifique el procedimiento de reforma de la Constitución. El trámite a seguir será el establecido para la consulta popular”.
Igualmente, a través de las actividades desarrolladas por la Dirección Nacional de Organizaciones Políticas, se incluye datos relacionados a las Iniciativas Populares. 

Consejos Consultivos  y Consejos Informativos 

Normativa:

De acuerdo al mandato de la Constitución del 2008, y en el marco del Estatuto de Integración y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Organizaciones Políticas del CNE, expedido en enero del 2012, definió como un mecanismo de consulta y asesoría que permita a las organizaciones políticas legalmente constituidas integrar un espacio de diálogo cuyas propuestas puedan ser acogidas por el CNE en los procesos de formulación de políticas en materia electoral y en su promoción.

Para su cumplimiento, bajo la responsabilidad de la Presidencia del CNE y con la coordinación de la CNTPPP se ejecutan los Consejos Consultivos y los Consejos Informativos para las Organizaciones Políticas a nivel nacional. 
Política:

Tiene como propósito fundamental “promover espacios de diálogo entre la función electoral y las organizaciones políticas y sociales”.
Definió a los Consejos Consultivos como un mecanismo de consulta y asesoría que permita a las organizaciones políticas legalmente constituidas integrar un espacio de diálogo cuyas propuestas puedan ser acogidas por el CNE en los procesos de formulación de políticas en materia electoral y en su promoción. 

VER ANEXO II/ REALIZACIÓN DE CONSEJOS CONSULTIVOS Y CONSEJOS INFORMATIVOS.

Veedurías 

Proceso: Concurso de Méritos y Oposición del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social

Normativa: 

La Constitución de la República del Ecuador en los numerales 2 y 5 del artículo 61expone lo siguiente: 2.- “Participar en los asuntos de interés público”; 5.- “Fiscalizar los actos del poder público.”
 
La Constitución de la República del Ecuador en el numeral 6 del artículo 219 expone lo siguiente: “Reglamentar la normativa legal sobre los asuntos de su competencia”.
 
La Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en el artículo 34 establece lo siguiente: “Las organizaciones sociales y la ciudadanía podrán organizar veedurías para vigilar y acompañar el proceso de selección de Consejeros y Consejeras, con el compromiso de emitir información veraz y evitar injurias a cualquier persona ni retrasar, impedir o suspender el proceso de selección.”
 
Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, en el numeral 23 del artículo 25 establece lo siguiente; “Organizar y conducir el concurso público de oposición y méritos con postulación, veeduría y derecho a impugnación ciudadana para seleccionar a las consejeras y consejeros del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, de conformidad con la ley;”
	TOTAL  POSTULANTES INDIVIDUALES 
	193

	Postulantes aprobados
	180

	Postulantes con requisitos incompletos o inconsistentes
	13


Revocatorias de mandato:
Establece que la participación en democracia se sustenta sobre la base de un Estado participativo permanente como un proceso de participación permanente de la ciudadanía en forma individual y colectiva en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, con el que se construye el Poder Ciudadano, en el control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, base de la democracia representativa, directa y comunitaria.

En este contexto, el Consejo Nacional Electoral ha desplegado su capacidad técnica para la ejecución de Revocatorias del Mandato, Consultas Populares e Iniciativas presentadas y solicitadas por la ciudadanía, en general.   

Normativa:

· Constitución 2008

· Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador CODIGO DE LA DEMOCRACIA.

Art. 199: “Los electores podrán revocar el mandato a las autoridades de elección popular…”

Art. 200: “El CNE procederá a la verificación de los respaldos en un plazo de quince días. De ser éstos calificados y cumplidos los demás requisitos, convocará en el plazo de quince días a la realización del proceso revocatorio, que se realizará máximo en los sesenta días siguientes…”

Art. 201: “Para la aprobación de la revocatoria del mandato, se requerirá la mayoría absoluta de los votos válidos emitidos, salvo la revocatoria de la Presidenta o Presidente de la República  en cuyo caso se requerirá la mayoría absoluta de los sufragantes…”

Política:

· La Constitución de 1998 reconoció por primera vez la revocatoria del mandato. 
· En su primera versión constitucional, la revocatoria se configuró como un derecho ciudadano
· Una década después, en la Constitución del 2008, la revocatoria del mandato emerge dentro de un nuevo eje constitucional denominado: ‘derechos de participación’. 
Entre las variables que influenciaron las enmiendas constitucionales de la revocatoria en el 2008 están: 

· La pérdida de legitimidad de las instituciones representativas.
· La ausencia o disfuncionalidad de intermediarios como los partidos políticos.
· La fragmentación regional y el sistema de partidos.
A partir de la Constitución de 2008 la revocatoria del mandato se define:
· En tanto derecho, hace que sea exigible la remoción de cualquier autoridad elegida popularmente, incluido el presidente de la república.
Es importante señalar:

· Se realizaron un total de 78 procesos revocatorios ejecutados desde diciembre 2010 hasta julio de 2011.
· Los procesos derogatorios se suscitaron principalmente en contra de autoridades locales.  
· La mayoría de las autoridades sometidas a remoción obtuvieron un respaldo considerable, que les permitió permanecer en sus funciones. 
· Tan solo el 37% de las autoridades, tanto alcaldes como concejales urbanos y rurales, fueron destituidos de sus cargos.
· Del total de procesos electorales de revocación el 54% se realizaron en la Costa, el 32% en la Sierra, y el 14% en la Amazonia.
PREGUNTA 5:

¿Existen actividades o esfuerzos de divulgación para involucrar efectivamente a las mujeres, indígenas, personas con discapacidad, miembros de las minorías y otros grupos que requieren atención, en los procesos participativos?

Medidas relativas a la participación de mujeres

Escuelas de formación ciudadana e intercambio de saberes y experiencias del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social.- Con la finalidad de fortalecer a la ciudadanía en su conocimiento sobre los derechos participación y los mecanismos contemplados en la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, así como para fomentar el conocimiento de la participación en la gestión pública, el CPCCS impulsa Escuelas de Formación Ciudadana en los diferentes territorios, cantones y parroquias del país.

El CPCCS desde mediados del año 2013, implementó “Escuelas de Formación Ciudadana e intercambio de saberes y experiencias”, desarrollando 26 escuelas en el año 2013 con un total de 899 participantes. Estas Escuelas se desarrollaron a través de ocho grandes Ejes Temáticos (módulos), interrelacionados y levantados desde las prácticas y experiencias del trabajo con ciudadanía, organizaciones sociales y las propias instituciones del Estado.

Con respecto a la participación de las mujeres en las Escuelas de Formación Ciudadana, al 19 de septiembre de 2014 en 18 escuelas consultadas, se cuenta con la siguiente información:

De un universo de 716 participantes, correspondiente a 18 escuelas, el 51% (367 participantes) corresponde al género femenino, un 45% a participantes del género masculino, y un 4% no responde.

En relación al 51% de las participantes mujeres, y respecto de la autoidentificación étnica: la gran mayoría se autoidentifica como mestiza con un 56%, un 7% se autoidentifica como indígena, un 2% como afro, un 1% blanco, un 31% no respondió, lo cual se representa en el siguiente gráfico
:
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Capacitación en rendición de cuentas, conformación de asambleas ciudadanas y derechos de participación.- Considerando que a mayor conocimiento de este mecanismo más posibilidad tiene la ciudadanía de exigir a las autoridades de los diferentes niveles de gobierno que rindan cuentas, el CPCCS ha realizado procesos de capacitación en  esta temática en 19 de las 24 provincias del país, En los eventos descritos se ha capacitado a nivel nacional a 1911 hombres y 1481 mujeres. 

Del mismo modo, el CPCCS ha trabajado capacitando ciudadanas y ciudadanos en la conformación de Asambleas Ciudadanas en las provincias de Carchi; Esmeraldas; Zamora Chinchipe; Pichincha; Manabí; Santa Elena; y, Santo Domingo. Al mes de agosto de 2013, el CPCCS capacitó en esta materia a un total de 4212 hombres y 3261 mujeres.

Adicionalmente, el CPCCS realizó capacitaciones en derechos de participación a 3640 hombres y 3275 mujeres en las provincias de Pichincha, Esmeraldas, Imbabura, Bolívar, El Oro, Sucumbíos y Santa Elena, al mes de agosto de 2013. 

Participación de mujeres en Asambleas Locales Ciudadanas.-  De conformidad con lo previsto en el Art. 56 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana las Asambleas Locales Ciudadanas son espacios de deliberación pública conformadas por ciudadanas y ciudadanos para fortalecer sus capacidades colectivas de interlocución con las autoridades y, de esta forma, incidir en la gestión de lo público. Su composición debe garantizar pluralidad, interculturalidad e inclusión de las organizaciones sociales y de la ciudadanía, así como de las diversas identidades territoriales y temáticas con equidad de género y generacional.

Las Asambleas constituyen un pilar fundamental en la gestión de lo público en donde la mujer se visualiza cuantitativamente de la siguiente forma:

Al mes de septiembre de 2014 se consolida la información de 16 provincias del Ecuador, de la siguiente forma:

· En 16 provincias existen 136 Asambleas Ciudadanas conformadas.

· 7068 personas conforman estas Asambleas, de las cuales 3032 son mujeres, lo que equivale al 42%

· 38 mujeres  presiden asambleas

· 475 mujeres son parte de las directivas, lo que equivale al 40,19% del número de personas que conforman las directivas (1182 personas).

En conclusión, la participación de las mujeres en las asambleas tiene una representación general de alrededor del 40%. 

Participación de mujeres en los eventos de deliberación pública.- La Ley Orgánica de Participación Ciudadana en su Art. 4 establece que el ejercicio de los derechos de participación ciudadana y organización social se regirá además de los establecidos en la Constitución, por los siguientes principios: igualdad, interculturalidad, plurinacionalidad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, paridad de género, responsabilidad, corresponsabilidad, información y transparencia, pluralismo y solidaridad.”
En este mismo cuerpo legal, el Capítulo Segundo, “De la participación a nivel local”,  en su  Sección Primera, Art. 56 referido a las asambleas locales, establece que “En cada nivel de gobierno, la ciudadanía podrá organizar una asamblea como espacio para la deliberación pública entre las ciudadanas y los ciudadanos, fortalecer sus capacidades colectivas de interlocución con las autoridades y, de esta forma, incidir de manera informada en el ciclo de las políticas públicas, la prestación de los servicios y, en general, la gestión de lo público. La asamblea podrá organizarse en varias representaciones del territorio, de acuerdo con la extensión o concentración poblacional”. 

Igualmente el numeral 5 del Art. 60 de la misma ley establece como una de las funciones de las asambleas locales el “Propiciar el debate, la deliberación y concertación sobre asuntos de interés general, tanto en lo local como en lo nacional”. En concordancia con esta disposición, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en el Art. 6 numeral 3 atribuye al CPCCS el deber de “Proponer, promover y facilitar procesos de debate y deliberación pública sobre temas de interés ciudadano, sea que hayan nacido de su seno o de la iniciativa autónoma de la sociedad.” 

En virtud de la normativa expuesta, la Subcoordinación Nacional de Promoción de la Participación, a partir del 2011 incluye en su Plan Operativo Anual una meta  que prevé la realización de eventos de deliberación pública en temas de interés ciudadano, la cual se cumple a través de la ejecución de procesos de deliberación pública entre las autoridades y la ciudadanía en todas las provincias del país. 

En lo que va del 2014, en distintas provincias del país, se han desarrollado 22 procesos de deliberación pública que han contado con una significativa participación de mujeres, según se detalla en el siguiente cuadro:

	PARTICIPACIÓN MUJERES EVENTOS DE DELIBERACIÓN PÚBLICA (CUADRO 4)

	PROVINCIA
	#
EVENTOS DE DELIBERACIÓN
	TOTAL ASISTENTES
	#  DE MUJERES
	% DE  MUJERES

	
	
	
	
	

	GUAYAS
	3
	350
	153
	55

	PICHINCHA
	1
	200
	80
	40

	CHIMBORAZO 
	2
	232
	105
	45

	CAÑAR 
	1
	272
	135
	50

	MANABÍ 
	1
	128
	51
	40

	COTOPAXI 
	1
	40
	20
	50

	CARCHI
	2
	570
	355
	62

	AZUAY 
	3
	451
	179
	40

	IMBABURA 
	1
	111
	47
	42

	ESMERALDAS
	1
	190
	No dato
	No dato 

	ZAMORA
	1
	200
	102
	51

	SUCUMBÍOS
	1
	103
	53
	51

	SANTO DOMINGO 
	1
	114
	47
	41

	SANTA ELENA
	1
	100
	54
	54

	NACIONAL
Realizado en Quito
	1
	511
	No dato
	No dato 

	NACIONAL
Realizado en Quito
	1
	22
	10
	45

	TOTAL 
	22
	3061
	1381
	45%


Fuente: CPCCS (2014)
Talleres de Capacitación a 1.100 mujeres de los pueblos y nacionalidades.- orientados al fortalecimiento de sus organizaciones y a promover la participación de la mujer en el ámbito público, según el siguiente detalle:

Provincia de Pichincha – Quito, 800 mujeres, año 2013

Provincia del Oro – Machala, 100 mujeres, año 2012

Provincia de Chimborazo – Riobamba, 200 mujeres, año 2013.

INCLUSIÓN 

Normativa: Se generó un reglamento sobre la participación política de las personas con discapacidad al código de la democracia, el cual establece: acceso a la información. VER ANEXO III: PARTICIPACIÓN POLÍTICA DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL ECUADOR. VER ANEXO IV: INCLUSIÓN.
Artículo 9: “El Consejo Nacional Electoral, facilitará el acceso a su información a través de medios, mecanismos y formas alternativas de comunicación como la lengua de señas ecuatoriana y/o subtítulos para personas con discapacidad auditiva; y, para las personas con discapacidad visual, el sistema de lectura braille”.
DIFUSIÓN 
Como complemento informativo importante de todo proceso electoral y con el fin de que todas las personas con discapacidad y movilidad reducida en general conozcan  sobre sus derechos y deberes de elegir, ser elegido, participar en el proceso electoral, normativas de participación política de personas con discapacidad y los mecanismos de inclusión, se construyeron más de 73 mil materiales de difusión en diversos formatos según las necesidades específicas de cada discapacidad y se distribuyeron a través de 274 espacios de difusión donde participaron más de 1331 organizaciones de personas con discapacidad, grupos prioritarios con voto facultativo en general y 125 organizaciones políticas informadas.

Así también se realizaron 116.188 llamadas telefónicas desde el centro de llamadas contratado por el Consejo Nacional Electoral (CNE),  según la base de datos de las personas con discapacidad, registradas.

Con el objeto de fomentar la inclusión y participación efectiva  a las nacionalidades indígenas se realizaron las siguientes traducciones a los idiomas: kichwa y shuar:

	TRADUCCIONES EN KIWCHA Y SHUAR AÑOS 2013 - 2014

	DETALLE
	FECHA DE PUBLICACIÓN
	MEDIO IMPRESO
	AÑO

	Convocatoria a Elecciones Seccionales Febrero 2014
	17 de Octubre de 2013
	EL COMERCIO
	2013

	Convocatoria a Elecciones Seccionales Febrero 2014
	17 de Octubre de 2013
	EL UNIVERSO
	2013

	Convocatoria a Elecciones Seccionales Febrero 2014
	17 de Octubre de 2013
	EL TELÉGRAFO
	2013

	Convocatoria a Presidentes y Presidentas de Juntas Parroquiales Rurales para conformar los Colegios Electorales
	25 de Mayo 2014
	EL COMERCIO
	2014

	Convocatoria a Presidentes y Presidentas de Juntas Parroquiales Rurales para conformar los Colegios Electorales
	25 de Mayo 2014
	EL TELÉGRAFO
	2014

	Convocatoria a Colegios Electorales para designar representantes de los Gobiernos Autónomos Descentralizados y sus respectivos suplentes ante el Consejo Nacional de Competencias
	31 de Agosto de 2014
	LA HORA
	2014

	Convocatoria a Colegios Electorales para designar representantes de los Gobiernos Autónomos Descentralizados y sus respectivos suplentes ante el Consejo Nacional de Competencias
	31 de Agosto de 2014
	EL TELÉGRAFO
	2014

	Convocatoria a las y los delegados de los profesores, estudiantes, y de los servidores y trabajadores de universidades y escuelas politécnicas públicas y particulares; y, a las y los rectores de los institutos y conservatorios superiores que integrarán los Colegios Electorales para designar a los representantes que conformarán la Asamblea del Sistema de Educación Superior
	06 de noviembre de 2014
	EL TELÉGRAFO
	2014

	Convocatoria a Colegios Electorales para designar representantes a la Asamblea del Sistema de Educación Superior
	06 de noviembre de 2014
	LA HORA
	2014


Página web institucional en idioma kichwa: www.cne.gob.ec
Participación Ciudadana

La construcción de la ciudadanía de una persona implica el ejercicio de sus derechos humanos y la participación efectiva en los espacios de decisión pública, según la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 48, “El Estado adoptará a favor de las personas con discapacidad medidas que fomenten su participación política, social, cultural, educativa y económica” y según el Código de la Democracia, en su artículo 2, establece que las ecuatorianas y ecuatorianos tienen derecho a elegir y ser elegidos, a participar en los asuntos de interés público e intervenir como veedores u observadores en los procesos electorales. 

Es por eso que el CNE junto con el CONADIS promovió por segunda vez una campaña para que las personas con discapacidad se inscriban como observadores electorales, esta campaña registro un aumento de inscripciones de 18 personas con discapacidad en las elecciones del 2013 a  786 en el 2014, de todas maneras por no cumplir con los requisitos establecidos en la ley solo se aceptó a  490 como observadores, además se les entrego  sus respectivos chalecos e identificativos.

Así también, con la intención de que la discapacidad se incluya como un eje trasversal en la observación electoral, se incluyó los mecanismos de inclusión en las 1200 guía de los observadores nacionales e internacionales. Además se coordinó la inclusión de variables de observación sobre discapacidad en la observación de la defensoría del pueblo.  

Apoyo a la Campaña Tienen Derecho a Votar

Según un estudio generado de parte del proyecto de inclusión de personas con discapacidad, se determinó que las personas con discapacidad manifiestan como problema principal el insuficiente e inaccesible acceso al transporte para movilizarse hacia los recintos electorales.

Es así que esta campaña responde a esta necesidad promoviendo además el derecho a elegir de las personas con discapacidad y movilidad reducida, esta iniciativa de la sociedad civil se ha desarrollado desde hace 6 años durante los últimos 12 procesos electorales, su iniciativa y direccionamiento está a cargo de la Corporación Gestión Ecuador, las Federaciones Nacionales de Discapacidad y Teleamazonas, las diferentes actividades se coordinan con la Policía Nacional, grupos juveniles, transportistas y por segunda ocasión con el Consejo Nacional Electoral (CNE), a través de sus 24 Delegaciones Provinciales Electorales.

A nivel nacional participaron para  la movilización el siguiente número de personas:

· 4081 personas con discapacidad movilizadas 

· 503 personas mayores de 65 años movilizadas

· 1599 personas voluntarias con vehículo de apoyo para la movilización 

· 2555 personas voluntarias sin vehículo de apoyo para la movilización

Proyecto Piloto ABC

La competencia de coordinar mecanismos y espacios de democracia participativa, se realizó a través del proyecto piloto ABC de la Ddemocracia.
El ABC de la Democracia surge como un programa de formación cívica y política, liderado y creado desde el Consejo Nacional Electoral, con el fin de contribuir en el fortalecimiento de la democracia participativa y la promoción del ejercicio de los derechos de la ciudadanía, en especial de los sectores y grupos vulnerables.

Este proyecto piloto, fue ejecutado en las provincias de Bolívar, Chimborazo, Cotopaxi, Guayas, Pastaza, Pichincha, Santo Domingo de los Tsáchilas y Santa Elena.  Igualmente, se continuará en dicho proceso en el 2015, conforme a la planificación institucional aprobada.
ANEXO 5 -RESULTADOS A DICIEMBRE 2014

Voto Transparente

El proyecto “Voto Transparente”, se ha constituido en un componente fundamental en el proceso de la promoción de lo que se ha denominado “Democracia Digital”, con el uso de las TIC (Tecnología – Información – Comunicación), para crear espacios de diálogo y reflexión social, promover el acceso a la información de los sujetos políticos y mejorar los procesos electorales en la relación ciudadanía – sujetos políticos.

Las acciones para sensibilizar, difundir y promover el derecho a la transparencia y acceso a la información de los sujetos políticos que participan en un proyecto electoral, y para ello se respalda en las siguientes acciones:
Normativa:

· Constitución 2008

· Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador CODIGO DE LA DEMOCRACIA.

Política:

Este proyecto emblemático vincula dos conceptos, la Transparencia y el Uso de las Tecnologías de Información y Comunicación (TIC), con sus principales productos generados: Conoce a tu Organización Política, Conoce a tu Candidato, Conoce a tu Autoridad Electa, y Red Ciudadana Participativa (una “comunidad virtual” para el encuentro entre la ciudadanía y los sujetos políticos). 

Asimismo, Voto Transparente promueve  espacios de diálogo y reflexión social entre la ciudadanía y los sujetos políticos que permitan el intercambio de experiencias y conocer sus propuestas: 

· Promueve el derecho de transparencia y acceso a la información de los sujetos políticos que participan en el proceso electoral. 
· Difunde información sobre las Organizaciones Políticas, de las Candidatas y los Candidatos; de las Dignidades a Elegir;  de las Autoridades Electas; de la aplicación de la Democracia Directa (consultas populares y referendos, revocatoria de mandato o iniciativas ciudadanas y normativa).
· Desarrolla iniciativas de observación electoral de sujetos políticos en redes sociales. 
· Facilita espacios virtuales de diálogo e intercambio entre ciudadanía y sujetos políticos a través de la “Red Ciudadana Participativa”.

Proyectos:

· Motivación en los actores políticos
Hacia una cultura de transparencia y rendición de cuentas en la información; y promovemos el uso de las TIC.

· Conoce a tu Organización Política

Motivamos la transparencia y el acceso a la información de las organizaciones políticas aprobadas, publicando sus datos en las redes sociales para el conocimiento y  acceso de sus afiliados, adherentes, simpatizantes y ciudadanía en general.

· Conoce tu candidata o candidato

Motivamos el acceso a fuentes de información de candidatos/as; desarrollamos herramientas WEB 2.0 con información de los candidatos como: Hojas de Vida, Planes de Trabajo, información acerca de la participación en procesos anteriores y redes sociales.

· Conoce a tu autoridad a elegirse 

Informamos sobre las dignidades que se eligen en los procesos electorales. 

· Conoce a tu Autoridad Electa

Publicamos información disponible en el CNE de las autoridades electas en los procesos electorales. Brindamos acceso a la ciudadanía a los Planes de Trabajo con el que ganaron las elecciones, para que de ese modo realicen seguimiento sobre su cumplimiento.
El Consejo Nacional Electoral, en el marco de la TRANSPARENCIA de su gestión electoral, cuenta con un instrumento digital que permite transparentar su gestión institucional, y ella se denomina  VOTO TRANSPARENTE, (www.vototransparente.ec) en este sitio se pude visualizar cada uno de los procesos que involucra al proceso electoral como tal. Como también se incluyen los resultados de los diferentes proyectos que involucra al CNE.

Derecho a elegir y ser elegido

PREGUNTA 6:

¿Existe el sufragio universal e igualitario en su país? Están los derechos del artículo 25 b) del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos garantizados por la legislación nacional. Si es así, por favor hacer referencia a dicha legislación

Considerando el artículo 25, literal del Pacto de los Derechos Civiles y Políticos:

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;

Estos derechos están garantizados en la legislación nacional:

Constitución de la República del Ecuador: 

Artículo 61.- “Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan de los siguientes derechos:

1. Elegir y ser elegidos.

2. Participar en los asuntos de interés público.

3. Presentar proyectos de iniciativa popular normativa.

4. Ser consultados.

5. Fiscalizar los actos del poder público.

6. Revocar el mandato que hayan conferido a las autoridades de elección popular.

7. Desempeñar empleos y funciones públicas con base en méritos y capacidades, y en un sistema de selección y designación transparente, incluyente, equitativo, pluralista y democrático, que garantice su participación, con criterios de equidad y paridad de género, igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad y participación intergeneracional.

8. Conformar partidos y movimientos políticos, afiliarse o desafiliarse libremente de ellos y participar en todas las decisiones que éstos adopten.

Artículo. 62.- Las personas en goce de derechos políticos tienen derecho al voto universal, igual, directo, secreto y escrutado públicamente, de conformidad con las siguientes disposiciones:

1. El voto será obligatorio para las personas mayores de dieciocho años. Ejercerán su derecho al voto las personas privadas de libertad sin sentencia condenatoria ejecutoriada.

2. El voto será facultativo para las personas entre dieciséis y dieciocho años de edad, las mayores de sesenta y cinco años, las ecuatorianas y ecuatorianos que habitan en el exterior, los integrantes de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional, y las personas con discapacidad.

Artículo 63.- Las ecuatorianas y ecuatorianos en el exterior tienen derecho a elegir a la Presidenta o Presidente y a la Vicepresidenta o Vicepresidente de la República, representantes nacionales y de la circunscripción del exterior; y podrán ser elegidos para cualquier cargo. Las personas extranjeras residentes en el Ecuador tienen derecho al voto siempre que hayan residido legalmente en el país al menos cinco años.

Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador – Código de la Democracia

Artículo 2: “Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan de los siguientes derechos:

1. Elegir y ser elegidos.

2. Participar en los asuntos de interés público.

3. Presentar proyectos de iniciativa popular normativa.

4. Ser consultados.

5. Fiscalizar los actos del poder público.

6. Revocar el mandato que hayan conferido a las autoridades de elección popular.

7. Desempeñar empleos y funciones públicas con base en méritos y capacidades, y en un sistema de selección y designación transparente, incluyente, equitativo, pluralista y democrático, que garantice su participación, con criterios de equidad y paridad de género, igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad y participación intergeneracional.

8. Conformar partidos y movimientos políticos, afiliarse o desafiliarse libremente de ellos y participar en todas las decisiones que éstos adopten.

Artículo 5: Las personas en goce de los derechos políticos y de participación, en su calidad de electores, estarán habilitados:

1. Para elegir, a quienes deban ejercer las funciones del poder público, de acuerdo con la Constitución de la República del Ecuador

Artículo 6: La Función Electoral tiene como finalidad asegurar que las votaciones y los escrutinios traduzcan la expresión auténtica, libre, democrática y espontánea de la ciudadanía y sean el reflejo oportuno de la voluntad del electorado expresada en las urnas por votación directa y secreta.

Artículo 10: La ciudadanía expresa su voluntad soberana, entre otros, por medio del voto popular que será universal, igual, periódico, directo, secreto y escrutado públicamente, que se manifiesta en los tiempos, condiciones y bajo las normas que esta ley señala para garantizar la permanencia y el perfeccionamiento de la democracia.

Artículo 13: Las ecuatorianas y ecuatorianos en el exterior tienen derecho a elegir a la Presidenta o Presidente y a la Vicepresidenta o Vicepresidente de la República, representantes nacionales y de la circunscripción en el exterior; y podrán ser elegidos para cualquier cargo, con los requisitos que establezca la ley.

PREGUNTA 7:
¿Qué obstáculos han sido identificados que previenen a las personas de ejercer el derecho a votar y qué medidas se han adoptado para superarlos?

Obstáculos: 

· Físicos y de accesibilidad 

· Discapacidades 

· Geográfica

· Falta  de capacitación y conocimiento 

Medidas: Accesibilidad de los recintos, señalética y materiales electorales 

La accesibilidad es un derecho humano  que implica la real probabilidad de ingresar, transitar y permanecer en un lugar de manera segura, confortable y autónoma tanto en los espacios públicos y privados sin distinción a fin de que las personas con o sin discapacidad puedan vivir de forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida.

Además el artículo 314 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que “el Estado es responsable de la provisión de servicios públicos que respondan a los principios de universalidad, accesibilidad, continuidad y calidad, además según la convención internacional de los derechos de las personas con discapacidad el Estado debe garantizar que los procedimiento, instalaciones y materiales electorales sean adecuados,  accesibles y  fáciles de entender y utilizar”.

Por lo tanto, el Consejo Nacional Electoral del Ecuador, escogió alrededor de 3402 recintos electorales  según criterios mínimos de accesibilidad y se diseñó su  señalética conforme a las normativas INEN. 

Como resultado el 75% de los recintos fueron accesibles tanto en el exterior como en el interior, se ubicó y distribuyó aproximadamente 33000 Juntas Receptoras del Voto según criterios mínimos de accesibilidad dentro de los recintos electorales. Como caso específico en la provincia de Tungurahua se generó una campaña juvenil de ubicación de rampas en los recintos electorales. 

Así también se diseñaron las 11,613,270 papeletas electorales por cada una de las dignidades a elegir, con observaciones sobre diseño universal y accesibilidad a la información de la Federación Ecuatoriana Pro Atención a la Persona con Discapacidad Intelectual, Síndrome de Down, Autismo y Parálisis Cerebral  (FEPAPDEM). Además se imprimió 6000 plantillas braille para personas con discapacidad visual para las dignidades de Prefecturas y Alcaldías de las cuales, según los informes de las Mesas de Atención Preferente se utilizaron 1.617 plantillas durante varias ocasiones.

Proyecto Voto en Casa

Conforme a los artículos 111 y el 115 del Código de la Democracia, el Consejo Nacional Electoral (CNE) garantizará los mecanismos idóneos para que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho al sufragio, incorporándolos en la normativa electoral que se dicte así también  reglamentará la forma de votación que deba ser implementada para los casos de personas cuya discapacidad impida el ejercicio del sufragio.

El CNE en coordinación con las Federaciones Nacionales de personas con discapacidad mediante una aprobación del Pleno PLE-CNE-6-31-10-2013 amplió el Proyecto “VOTO EN CASA” que consiste en la conformación de Juntas Receptoras móviles que se dirigen a los domicilios de las personas con discapacidad que no pueden movilizarse a los recintos electorales  en 12 provincias del país: Tungurahua, Santa Elena,  Imbabura, Carchi, Manabí, Morona Santiago, Chimborazo, Loja, Bolívar,  Azuay, Santo Domingo de los Tsáchilas y Napo. 

Para la definición de los electores en casa se solicitó una base de datos al CONADIS  de las personas con discapacidad física superior al 75% y mayores de 65 años. Se realizó una llamada telefónica a más de 1000  personas para ofrecerles el servicio de votación en casa y posterior a su respuesta positiva una visita al domicilio que permite registrar su voluntad a través de una credencial de votación. De esta cantidad de personas contactadas, aceptaron 320, sufragaron 275 y se conformaron 49 JRV móviles. Para el funcionamiento de las Juntas Receptoras del Voto Móviles se contrataron 245 Miembros de las Juntas Receptoras del Voto (MJRVs), 49 Integrantes de las Fuerzas Armadas y 98  Integrantes de la Policía Nacional. 

Se sirvió a 16 de las 18 personas programadas, debido al fallecimiento de una de ellas  y la indisponibilidad de otra, ya que se encontraba en el hospital tras una complicación de salud. 16 observadores nacionales e internacionales, medios de comunicación y representantes de organizaciones políticas, presenciaron el sufragio domiciliario. 

Para la ejecución del proyecto se contempló  3 componentes:
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Através de una base del CONADIS se identificé a las personas con més de 70% de
iscapacidad fisica y que ademds tengan enfermedades catastréficas. Una vez que se les
visitd para ofrecerles el servicio, ya que su voto es facultativo, y manifestaron su aceptacién,
se les extendi6 una credencial con sus respectivos desprendibles, lo cual les habilitaba para
recibir las papeletas.

Disfusion y Capacitacion

Se capacité a mas de 70 Miembros de Juntas Receptoras del Voto, 18 Coordinadores de
recinto electoral, 12 jévenes universitarios del movimiento Scout, 12 miembros de Fuerzas
Armadas y 12 miembros de la policia Nacional en el mecanismo de sufragio de voto en casa.

Se realizaron 3 eventos de informacién y socializacién a los sujetos politicos, medios de
comunicacién y organizaciones de personas con discapacidad en la ciudad de Ambato

Mecanismo de Voto en casa 17 febrero 2013

El mecanismo consistié en llevar a la casa de la persona con discapacidad al Vocal de la Junta
Receptora del Voto donde se encuentra empadronada. El mismo que le entregé las papeletas
en sobres sellados y con la facilidad de un biombo para garantizar su voto secreto.

Luego del sufragio se le extendi6 su certificado de votacién, y con las papeletas en sobres
sellados, el Vocal de la Junta Receptora del Voto regresé al recinto electoral a depositar los
votosen las urnas correspondientes.





A continuación el presente informe está dividido en tres partes, la primera informa todo lo relacionados al Derecho a elegir, la segunda lo relacionado al Derecho ser elegido y la tercera al Derecho a participar en el proceso electoral.

Derecho a elegir 
En conformidad con el del Artículo 111 de la  Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas - Código de la Democracia, “el Consejo Nacional Electoral garantizará los mecanismos idóneos para que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho al sufragio, incorporándolos en la normativa electoral que se dicte”, hasta el momento se realiza lo siguiente:

Empadronamiento 
En coordinación con la Dirección Nacional de Registro Electoral y la Direcciona Nacional de Informática se solicitó la base de personas acreditadas a través de un carnet del Consejo de Igualdad en transición – CONADIS, con la cual se empadronó a estos ciudadanos según su discapacidad, género, porcentaje de discapacidad, sector de vivienda, entre otros. Esto permitirá el diseño y aplicación de mecanismos y políticas públicas para la facilitación del voto en eventos electorales futuras. De los 11,380.725 empadronadas dentro del Ecuador, las personas con discapacidad en esta misma condición representan el 2,4% del total. Si bien son ciertas las personas con discapacidad física representan la mayoría frente a las demás, la discapacidad intelectual presenta un número significativo, incluso mayor a los dos tipos restantes.
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A pesar del incremento aproximado de un 10%  de personas con discapacidad en el padrón entre cada  elección desde el 2009 hasta el 2013, se evidencia una participación importante pasando del 71,6% en el 2011 al 82,5% en el 2013.

Voto en el exterior
De los 285.753 empadronadas dentro del Ecuador, las personas con discapacidad en esta misma condición representan el 0,22% del total. En relación a la media, la discapacidad física en el exterior representa por lo menos un 10% más que en la población nacional. De los 642 inscritos con discapacidad  en el exterior, la mayor cantidad de los mismos se encuentra en el continente Europeo, Asiático y Oceanía.
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Derecho al Voto Preferente
En coordinación con  la Dirección Nacional de Capacitación se  instruyó alrededor de 200 mil miembros de Juntas Receptoras del Voto, Miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional, para cumplir con este derecho, el cual consiste en que las personas con discapacidad, adultos mayores y mujeres embarazadas no esperan en la columna el momento del sufragio.
Voto asistido
De conformidad con el Reglamento para la Participación Política de las Personas con Discapacidad, en su artículo 3, las 279 mil personas con discapacidad empadronadas dispusieron del derecho al voto asistido, el cual podían ejercer con la asistencia de una persona acompañante. 

  
De conformidad con el Reglamento para la Participación Política de las Personas con Discapacidad, en su artículo 4 y en coordinación con la Dirección Nacional de  Operaciones y Logística, se colocaron mesas electorales de atención de personas con discapacidad, mujeres embarazadas y adultos mayores en  1500 de los 3000 recintos electorales del país, distribuidas solo en aquellos que tuvieron dos plantas  y en los que sobrepasaron las 10 Juntas Receptoras del Voto,  donde además se ofreció el apoyo correspondiente según sus condiciones.

Artículo 4.- “En los casos en que las personas puedan movilizarse hasta la junta receptora del voto que les corresponda, un miembro de la mesa electoral de atención deberá obligatoriamente asistirlo para dicho traslado y retorno a la mesa electoral de atención una vez ejercido su derecho al voto” En los casos en que las personas señaladas en este reglamento, no puedan movilizarse por el recinto electoral, un miembro de la mesa electoral de atención coordinará con los presidentes de las juntas receptoras del voto el traslado del material electoral para que los sufragantes puedan ejercer su derecho al voto. 

“El Presidente de la Junta Receptora del Voto correspondiente, donde deban sufragar las personas señaladas en el inciso anterior, designará de entre sus miembros un encargado de acompañar al miembro de las fuerzas armadas responsable de trasladar la papeleta de votación y el padrón electoral desde y hacia donde se encuentre la mesa electoral de atención. En el caso de recintos electorales del exterior, los Coordinadores Electorales garantizarán la accesibilidad para las personas con discapacidades, tomando en cuenta sus distintos tipos”.

Proyecto de “Votación De Las Personas Privadas De Libertad Sin Sentencia Condenatoria Ejecutoriada”

Considerando el  principio de inclusión establecido en la Constitución del Ecuador, el Consejo Nacional Electoral implementa el  proyecto de “Votación de las Personas Privadas de Libertad sin Sentencia Condenatoria Ejecutoriada” con el fin de posibilitar el derecho al voto a las personas privadas de libertad. El alcance de este proyecto será nacional. 

La implementación del proyecto para personas privadas de libertad se llevó  el viernes 21 de Febrero de 2014.El domingo 23 de febrero, la Junta Provincial o Distrital realizó el escrutinio de los votos depositados por las ciudadanas y ciudadanos privados de libertad sin sentencia condenatoria ejecutoriada.

El objetivo de este proyecto es garantizar la transparencia, legalidad, legitimidad e innovación en los procesos de participación pública contemplando criterios de igualdad e inclusión, brindar las facilidades necesarias para que las ciudadanas y ciudadanos privados de libertad sin sentencia condenatoria ejecutoriada, que estén recluidos en los centros de rehabilitación social y centros de adolescentes infractores sufraguen en las elecciones seccionales 2014, ejerzan su derecho al voto.
Se brindó el apoyo logístico y de personal para que se lleven a cabo las elecciones seccionales de 2014, en los Centros de Rehabilitación Social y Centros de Adolescentes Infractores, logrando una mayor participación de las ciudadanas y ciudadanos privados de libertad sin sentencia condenatoria ejecutoriada y fomentando la participación cívica y democrática del Ecuador.

Plantillas braille
De conformidad con el Reglamento para la Participación Política de las Personas con Discapacidad, en su artículo 5, en coordinación con la Dirección Nacional de Operaciones y Logística se dispuso para las personas con discapacidad visual, 5500 plantillas de lectura en Braille para las dignidades de Presidenta/e y Vicepresidenta/e, las cuales estuvieron distribuidas, una por cada diez juntas receptoras del voto y una por cada recinto electoral en el exterior, la cual, en el momento del sufragio, se colocó conjuntamente con la papeleta de votación, con la finalidad de que estas personas puedan ejercer su derecho al voto sin necesidad de ser asistidos, de ser el caso.

Capacitación 
De conformidad con el Reglamento para la Participación Política de las Personas con Discapacidad, en su artículo 6, literal b, “los servidores del Consejo Nacional Electoral así como los miembros de las juntas receptoras del voto serán capacitados en temáticas sobre discapacidades con la finalidad de garantizar el voto de estas personas;”. Bajo la Coordinación de la Dirección de Capacitación, alrededor de 200 mil  Miembros de Juntas Receptoras del Voto, Miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional, se capacitaron en los mecanismos de votación para personas con discapacidad, a través de la inclusión de la temática  en sus Instructivos e informativos.  

Difusión 
De conformidad con el Reglamento para la Participación Política de las Personas con Discapacidad, en su artículo 6, literal c,  “el Consejo Nacional Electoral incluirá la discapacidad como eje transversal en todas sus actividades de difusión, capacitación e información, así también incluirá lenguaje positivo y mecanismos de acceso a la comunicación e información para personas con discapacidad sensorial;” junto a la  Coordinación Nacional General de Comunicación y Atención al Ciudadano se realizó un spot de radio y televisión y alrededor de 123 mil ejemplares de papelería con mensajes de información para el voto de las personas con discapacidad.

Se  incluyó la lengua de señas en la mayoría de eventos provinciales y nacionales del Consejo Nacional Electoral, se realizó un video en lengua de señas que contenía el Reglamento de la Participación Política de las personas con discapacidad, el cual fue entregado a la Federación Nacional de Sordos del Ecuador. 

Para las personas con discapacidad visual se realizó 10 mil instructivos del uso de la plantilla Braille, la cual fue distribuida por la Federación Nacional  de Personas Ciegas del Ecuador a las organizaciones que la conforman a nivel Nacional.

En coordinación con la Dirección Nacional de Financiamiento y Promoción Electoral se sensibilizó e informo sobre el Reglamento para la Participación Política de las Personas con Discapacidad a más de 900 medios de comunicación 200 organizaciones de personas con discapacidad.

LOS MEDIOS MÁS CONSUMIDOS 
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Total %

a. Televisión 316 61%

b. Radio 51 10%

c. Prensa 7 1%

d. Internet 60 12%

e. Celular 81 16%

Total general 515 100%


Fuente: CNE (2014)

En coordinación con las Delegaciones Electorales  Provinciales se realizó 24 eventos de inauguración de las campañas de participación  de personas con discapacidad  y 24 simulacros de votación para personas con discapacidad.

PREGUNTA 8

¿Está la información sobre el registro de votantes y sobre el proceso electoral disponible en formatos e idiomas, incluidas las lenguas minoritarias, que permiten el acceso a todos? 

Aunque la información sobre el registro de votantes, no está disponible en formatos e idiomas,  la información sobre el proceso electoral si lo está, permitiendo con esto el acceso a todos, puesto que el carácter del Estado Plurinacional constante en el primer artículo de la Constitución Política del Ecuador obliga a que sus instituciones implementen procesos tanto de orden conceptual, técnico y jurídico enmarcado en esta exigencia. 

Por lo que la comunicación y la transmisión deben ser en idiomas oficiales así como la Constitución en el Artículo 2, párrafo segundo. “El castellano es el idioma oficial del Ecuador: el castellano, el kichwa y el shuar son idiomas oficiales de relación intercultural”. 

En este contexto, por su carácter de Estado como elemento fundamental la interculturalidad; tanto en las producciones, difusión y promoción debe ser en tres idiomas de relación intercultural.

Por esta razón se contó con materiales didácticos: Guía para los Miembros de la Junta Receptora del Voto y Coordinadores de recinto y de mesa. 
VER ANEXO VI_PASO A PASO VOTO ELECTRÓNICO EN TSÁFIQUI.

PREGUNTA 9:

¿Si se requiere el registro de votantes, cómo se facilita? ¿Se organizan campañas de educación y de registro antes de las principales elecciones? 

Los padrones electorales constituyen el segmento del registro nacional electoral utilizado para cada junta receptora del voto, en el que se determina el número de electores que constará en cada Junta y en el que se ordenan alfabéticamente de acuerdo a los respectivos apellidos y nombres. El Padrón Electoral contiene datos exclusivamente del domicilio electoral de cada elector. Constarán en los padrones electorales las personas que hayan obtenido su cédula de identidad o ciudadanía hasta el día que el Consejo Nacional Electoral determine el cierre del registro electoral.

Dicho esto, conforme a lo descrito en la resolución del pleno PLE-CNE-2-10-1-2014, del 13 de enero del 2014, determina que para la entrega de la información:

a) A las Organizaciones Políticas de Carácter Nacional se entregará esta información en acto público, donde además de explicar la parte técnica del uso de la información entregada, se firmarán las actas entrega-recepción provistas por el Consejo Nacional Electoral.

b) A las Organizaciones Políticas de Carácter provincial, cantonal y parroquial, se entregará esta información en la Delegación Provincial Electoral del Consejo Nacional Electoral de su correspondiente jurisdicción, que de igual manera se firmarán las actas de entrega – recepción, provistas por el Consejo Nacional Electoral.

c) Adicionalmente se entregará esta información a las entidades e instituciones que los requieran, previa autorización del Pleno del Consejo Nacional Electoral.

PREGUNTA 10:

Con respecto al derecho a elegir y ser elegido, como son los derechos y necesidades de los miembros de grupos específicos (mujeres, personas con discapacidad, las minorías los pueblos indígenas, personas que votan por primera vez, etc.) son tomados en cuenta? 

Con respecto al derecho a elegir, para la población que tiene algún tipo de discapacidad, el CNE ha desarrollado mecanismos, en el marco del Proyecto de Inclusión de Personas con Discapacidad, para facilitar el ejercicio del derecho al voto de estas personas.  Se cuenta con una Mesa de Atención Preferente, el uso de plantillas braille, la participación de voluntarios, y el proyecto “Voto en Casa”.

Por otro lado, desde el CPCCS también se establece y reglamenta mecanismos de apoyo financiero, jurídico y técnico, bajo el reconocimiento a la autonomía de la sociedad civil, a través de la modalidad de fondos concursables a favor de los espacios de participación ciudadana que lo soliciten para fomentar la participación ciudadana, el control social, la transparencia y lucha contra la corrupción.  En su primera convocatoria realizada  el año 2013, el Programa apoyó iniciativas ciudadanas  para  fortalecer  la  participación  social  y  la  organización  de  mujeres  en zonas rurales del Ecuador.  Se concedió $10.000,00 dólares en fondos concursables a las trece (13) mejores propuestas dirigidas a  mujeres, con énfasis en población indígena, afro descendiente y montubia..

También, se ha llevado a cabo el Proyecto “Paridad Cuantitativa en Elecciones Seccionales Ecuador 2014”, impulsado conjuntamente por el CPCCS, ONU Mujeres, la Fundación Esquel y el Colectivo Nosotr@s, el cual dio inicio con la construcción y socialización de la Agenda Política Mínima Nacional de las Mujeres Ecuatorianas “Nuevas Voces, Nuevas Agendas”. El documento fue el fruto de un trabajo de síntesis de más de 14 Agendas elaboradas por las mujeres ecuatorianas, desde sus diferentes especificidades; contiene prioridades y propuestas de las mujeres para los Gobiernos Autónomos Descentralizados (GAD´s) del Ecuador, para posicionar sus demandas en la agenda pública y política, así como disminuir las brechas de género en los GAD´s.

Con respecto al derecho a ser elegido o elegida, en la normativa mencionada y en reglamentos para su cumplimiento se han considerado medidas de acción afirmativa, las cuales se mencionan en la siguiente pregunta.

Normativa

· Constitución del Ecuador 2008 

· Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador CODIGO DE LA DEMOCRACIA
Política

En este contexto, el Consejo Nacional Electoral  (CNE), diseñó y aplicó un sistema de monitoreo y evaluación del proyecto, cuyos resultados permitieron construir una línea base de los Indicadores de participación política de las personas con discapacidad 2012 – 2013.

Con los resultados sistematizados posteriores a las elecciones y los informes de los observadores nacionales e internacionales se realizaron los Indicadores de Participación Política de las personas con discapacidad 2013 – 2014.  

VER ANEXO III/ LA PARTICIPACIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL ECUADOR (libro en digital)

Voto Transparente

El Consejo Nacional Electoral, con respecto al derecho a elegir y ser elegido, como son los derechos y necesidades de los miembros de grupos específicos, en el caso especial de las mujeres, se cuenta con información  de resultados de género, de los años 2013 y 2014, denominado:

1. Indicadores de Género del Ecuador (autoridades Electas sufragantes)

2. Indicadores de participación de políticas de mujeres al 2014. 

(link: vototransparente.ec/)

Pestaña: multimedia – archivos visibles en formato pdf.

VER ANEXO VII: INDICADORES DE PARTICIPACIÓN POLÍTICA DE LA MUJER ECUATORIANA 2013 /2014 

PREGUNTA 11:

¿Cuáles son las restricciones legales a los derechos para presentarse a las elecciones en su país? ¿Qué obstáculos prácticos han sido identificados en relación al derecho a ser elegido? ¿Qué medidas se han puesto en marcha para superar estos obstáculos?

La Constitución de la República del Ecuador y el Código de la Democracia, si hacen referencia a restricciones legales cuando las y los ciudadanos que se postulan a participar en un proceso de elecciones no cumplen con los requerimientos exigidos por la ley, pero al contrario de obstaculizar o entorpecer la participación ciudadana, garantiza sin ningún tipo de discriminación el derecho a elegir y ser elegidos a cualquier dignidad de elección popular, previo el cumplimiento de requisitos constitucionales y legales.
El artículo 113 la Constitución de la República con el que concuerda con el artículo 96 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del ecuador, Código de la Democracia, en donde se establece quienes no podrán ser candidatas o candidatos de elección popular: es decir: 
1. Quienes al inscribir su candidatura tengan contrato con el Estado, como personas naturales o como representantes o apoderados de personas jurídicas, siempre que el contrato se haya celebrado para la ejecución de obra pública, prestación de servicio público o explotación de recursos naturales. 

2. Quienes hayan recibido sentencia condenatoria ejecutoriada por delitos sancionados con reclusión, o por cohecho, enriquecimiento ilícito o peculado. 

3. Quienes adeuden pensiones alimenticias. 

4. Las juezas y jueces de la Función Judicial, del Tribunal Contencioso Electoral, y los miembros de la Corte Constitucional y del Consejo Nacional Electoral, salvo que hayan renunciado a sus funciones seis meses antes de la fecha señalada para la elección.

5. Los miembros del servicio exterior que cumplan funciones fuera del país no podrán ser candidatas ni candidatos en representación de las ecuatorianas y ecuatorianos en el exterior, salvo que hayan renunciado a sus funciones seis meses antes de la fecha señalada para la elección. 

6. Las servidoras y servidores públicos de libre nombramiento y remoción, y los de periodo fijo, salvo que hayan renunciado con anterioridad a la fecha de la inscripción de su candidatura. Las demás servidoras o servidores públicos y los docentes, podrán candidatearse y gozarán de licencia sin sueldo desde la fecha de inscripción de sus candidaturas hasta el día siguiente de las elecciones, y de ser elegidos, mientras ejerzan sus funciones. El ejercicio del cargo de quienes sean elegidos para integrar las juntas parroquiales no será incompatible con el desempeño de sus funciones como servidoras o servidores públicos, o docentes. 

7. Quienes hayan ejercido autoridad ejecutiva en gobiernos de facto. 8. Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional en servicio activo.

Además es importante mencionar que el Estado como garantista de derechos viene impulsando y promoviendo en todos sus actos la representación paritaria, alternada y secuencial entre hombres y mujeres y la participación e inclusión de las personas con discapacidad y de los grupos más vulnerables.
PREGUNTA 12:
¿Qué medidas positivas se han tomado para asegurar que mujeres, miembros de minorías, personas indígenas, personas con discapacidades y miembros con otras desventajas tengan posibilidad de ser elegidos para cargos públicos?

En cuanto al  tipo de medidas especiales de carácter temporal previstas, y su aplicación con el fin de lograr la paridad en la composición de diversos órganos colegiados, se puede indicar que para las designaciones de miembros de varios cuerpos colegiados de entidades del Estado y representantes ciudadanos que se ha encargado al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS), en su Ley Orgánica regula la conformación de Comisiones Ciudadanas de Selección, encargadas de realizar el correspondiente concurso público de oposición y méritos, con postulación, veeduría y derecho a la impugnación ciudadana1.  

En los reglamentos dictados para cada proceso de selección se contempla el principio de paridad de género.  Desde el CPCCS, entre los mecanismos establecidos para el efecto se ha considerado manejar dos listas diferenciadas para la selección de postulantes, de tal manera que se cuente con número iguales de hombres y mujeres, así como el establecimiento de acciones afirmativas para su selección, lo cual considera además la inclusión de hombres y mujeres de pueblos y nacionalidades (asigna puntos por su condición de género, intergeneracional, discapacidad, área rural, movilidad humana).  Cabe mencionar que la designación se la realiza en base a la calificación obtenida en el proceso de selección, y el orden de alternancia y secuencia de género se lo determina en función del género de la persona mejor puntuada.

Entre las acciones realizadas, se pueden mencionar los procesos de selección para la designación de representantes del Consejo Nacional Electoral (2014), Tribunal Contencioso Electoral (2011), y del Consejo de la Judicatura, mediante ternas enviadas por Funciones del Estado (2013).  En los procesos mencionados se tuvo como resultado, la conformación del Consejo Nacional Electoral para el período 2011 -2017, en el Tribunal Contencioso Electoral para el período 2012 -2018, y en el Consejo de la Judicatura para el período 2013 -2019, con 3 vocales hombres y 2 vocales mujeres en cada cuerpo colegiado.

Respecto a la participación de mujeres en Asambleas Locales Ciudadanas, de conformidad con lo previsto en el Art. 56 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, deben estar compuestas para garantizar pluralidad, interculturalidad e inclusión de las organizaciones sociales y de la ciudadanía, así como de las diversas identidades territoriales y temáticas con equidad de género y generacional.

Desde el CNE, se establece en el Reglamento de Inscripción y Calificación de Candidatas y Candidatos de Elección Popular, que las listas pluripersonales, tanto de principales como de suplentes, deben ser paritarias y alternadas secuencialmente; el Reglamento para la Inscripción de Partidos, Movimientos Políticos y Registro de Directivas, regula que las directivas y espacios de decisión dentro de las organizaciones políticas deban ser conformados paritariamente entre hombres y mujeres para proceder a su inscripción; y el Reglamento de Promoción Electoral 2013-2014, indica que los contenidos de la publicidad electoral, pondrán especial atención a la paridad y equidad de género, participación popular y pluralismo ideológico. Deberán ineludiblemente dar a conocer a la ciudadanía las candidaturas principales y las suplentes, en cumplimiento de la alternancia de género.

Se vigiló que, tanto en las elecciones generales de 2013 como en las elecciones seccionales de 2014, las listas para las dignidades pluripersonales cumplieran con la alternabilidad y la paridad establecidas en la Ley. En el último proceso se inscribieron 11.863 candidatas principales y 15.245 candidatas suplentes, es decir, el 43,8% y el 41% del total, para participar en el proceso electoral; de ellas, 1.444 resultaron electas. Las cifras reflejan una participación importante de la mujer en los procesos electorales.
En  el  mismo  contexto  de  la  Agenda  Nacional  para  la  Igualdad  Intergeneracional,  se  han  formulado políticas y lineamientos que favorezcan la participación activa a lo largo del ciclo de vida tales como: “Impulsar  y  fortalecer  el  pleno  ejercicio  del  derecho  a  la  participación  y  a  la  representación  pública  de  toda  la  población  en  igualdad  de  condiciones”,  “Impulsar  la  creación  y  el  funcionamiento  de  espacios  de  asociatividad  y  consulta  de  niñas,  niños,  adolescentes,  jóvenes  y  adultos  mayores  para  participar  en  los  procesos  de  toma  de  decisiones”  y  “Crear  mecanismos  para  incorporar  en  todos los  niveles  de  gobierno  las  opiniones,  aportes  y  demandas  de  la  ciudadanía en general y de lasorganizaciones de niñas, niños, adolescentes, jóvenes y adultos mayores”. 

También,  en  el  último  proceso  de  conformación  del  Consejo  Consultivo  Nacional  de  Niñas,  Niños  Adolescentes  para  el  proceso  de  designación  de  la  directiva  se ha  incorporado  los  enfoques  desigualdad  para  asegurar  una  participación  más  amplia,  representativa  y  en  condiciones  de  igualdad de niñas, niños y adolescentes a nivel nacional. 

Fórmula paritaria en la listas de candidaturas

La fórmula paritaria de estructuración de las listas en nuestro sistema electoral se centra en dos elementos: 

· Presencia igualitaria de hombres y mujeres

· Ubicación alternada dentro de la lista

En las elecciones generales del 17 de febrero de 2013, con el fin de cumplir las dos reglas establecidas anteriormente, se utilizaron dos métodos (cremallera y no cremallera) dependiendo del número (par o impar) de representantes a elegirse de la Asamblea Nacional, lo que arrojó como resultado, que el porcentaje de hombres como principales candidatos sea de 53% y 47% correspondiente a las mujeres. 
En esta ocasión, resultaron electas 53 mujeres de un total de ciento treinta y siete escaños, equivalentes al 39%. Este último dato es la cifra femenina más alta de participación en el Parlamento en las historia del Ecuador, lo cual confirma que los mecanismo implementados para la promoción de mueres en este espacio, han permitido logros importantes como resultado de acciones afirmativas, cuotas y paridad. 
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Fuente: Libro Democracias, Instituto de la Democracia (2013)
Asimismo, la histórica participación de las mujeres en el Parlamento se refleja en la elección de sus principales dignidades: quien preside la Asamblea Nacional y los dos vicepresidentes son mujeres.

Con relación a las elecciones seccionales del 23 de febrero de 2014, los candidatos se presentaron de la siguiente manera: 
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PREGUNTA 13

¿Qué medidas (incluidas medidas legislativas) se han tomado para asegurar que candidatos a cargos de elección no sufran discriminación, acoso y violación de sus derechos a la libertad de opinión, expresión, asamblea y asociación?

La Constitución de la República, establece como parte fundamental de los derechos, deberes y oportunidades del que gozan todas y todos los ciudadanos, el derecho a no sufrir ningún tipo de discriminación, a opinar y expresarse libremente en todas sus formas y manifestaciones y el derecho de asociarse libre y voluntariamente.
La norma constitucional y la norma electoral establecen que el Estado, proporcionará y regulará a los sujetos políticos, organizaciones políticas y a los candidatos y candidatas de manera equitativa e igualitaria la promoción electoral en los diversos medios de comunicación, promoviendo el debate en la presentación sus de ideas, propuestas y planes de trabajo.
Por otro lado, el Código de la Democracia regula y promueve que la participación política de las y los candidatos en los procesos electorales se encuentre enmarcada dentro de los principios de igualdad, equidad, alternabilidad y paridad de género, de esta forma se evita la trasgresión de sus derechos y se garantiza la transparencia en el ejercicio de la democracia.
Es importante señalar que el Código de la Democracia permite a las y los candidatos realicen libremente las actividades concernientes a promocionar sus candidaturas, esto es, divulgar sus propuestas, exponer sus planes de trabajo y difundir sus principios ideológicos, con las limitaciones establecidas en la ley, es decir, no podrán contratar publicidad en los medios de comunicación (prensa escrita, radio, televisión) y vallas publicitarias. El Consejo Nacional Electoral coordinará y vigilará la transparencia y legalidad de los procesos electorales y el cumplimiento de la ley y de la normativa expedida para el efecto.

PREGUNTA 14

¿Por favor explique posibles interferencias con la voluntad electores y con el registro de votantes o candidatos se evita. ¿Está la injerencia indebida prohibida por ley? ¿Cómo el Estado asegura el acceso efectivo al proceso judicial u otros recursos en caso de violaciones?
A partir del 20 de octubre de 2008, el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, constituido por cinco funciones: Legislativa, Ejecutiva, Judicial, Transparencia y Control Social, y,  Electoral.  

Para evitar interferencias con la voluntad de electores y con el registro de votantes y candidatos la Constitución de la República creó como órgano de la Función Electoral al Tribunal Contencioso Electoral como el único y exclusivo con jurisdicción y competencia para conocer y resolver, como organismo de cierre, de última y definitiva instancia en materia especializada electoral. Este organismo se rige por lo dispuesto en el artículo 217 de la Constitución de la República y el artículo 6 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia. También se rige por lo dispuesto en los artículos 1, 11, 61, 62, 63, 64, 65, y desde el artículo 95 al 117 garantiza el ejercicio del derecho de participación. 

No solo que se evita la interferencia con la voluntad de los electores de parte del Estado sino que inclusive alcanza más allá pues se garantiza la independencia de la Función Electoral en la forma como prescribe el numeral 7 del artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

14.2.- ¿Esta interferencia indebida está prohibida por la ley?

Sí, y para ellos los artículos 1, 2, 3, 5 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador determinan los principios fundamentales y para garantizar el ejercicio del derecho de participación aplica por ejemplo lo dispuesto en los artículos 6, 7  y 9 referidos a evitar las posibles interferencias con la voluntad de los electores y con el registro de votantes y candidatos, la prohibición de hacer reformas durante el año anterior a las elecciones, y aplicación de la duda que más favorezca al cumplimiento de los derechos de participación y a respetar la voluntad popular y la validez de las votaciones, en su orden.

14.3.- ¿Cómo asegura el Estado de forma efectiva el acceso judicial y otros medios en caso de violación?

El acceso judicial está garantizado en la Constitución en el artículo 75 por esto en la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador (Código de la Democracia) se prevén los reclamos en la vía administrativa concluida la cual, para revisión en la instancia final se accede al TCE a través de la acción de queja y los recursos así como las denuncias que las pueden ejercer no solo las organizaciones políticas y los candidatos sino también todas las personas que se encuentran en goce de los derechos de participación.

También existe la acción ciudadana, la consulta, el control social previsto y regulado en la Ley Orgánica de Participación Ciudadana al igual que lo hace el Código de la Democracia.

Igualdad de acceso a los servicios públicos

PREGUNTA 15:

¿Cuáles son las condiciones para el acceso a la función pública en su país? ¿Se aplica alguna restricción? ¿Cómo se cumple el requisito de igualdad de acceso?

Sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Relaciones Laborales en lo concerniente al sistema general de acceso al servicio público, en el ámbito de competencia del CPCCS relacionado con la designación de autoridades
, se informa que la Constitución de la República de 2008, ha introducido mecanismos novedosos de selección de autoridades que tienden a garantizar la  igualdad de acceso a través de la realización de concursos públicos de oposición y méritos con veedurías e impugnación ciudadana, conforme se pasa a explicar:

Para efectos del presente, los procesos de designación de autoridades han sido sistematizados de la siguiente manera:

1. Designación de Primeras Autoridades

2. Designación de Cuerpos Colegiados

De conformidad con lo previsto en los numerales 9, 11 y 12 del artículo 208 y el artículo 209 de la Constitución de la República, en concordancia con el artículo 55 de su Ley Orgánica, el CPCCS tiene entre sus deberes y atribuciones organizar Comisiones Ciudadanas de Selección, que son las encargadas de llevar a cabo los concursos públicos de oposición y méritos con postulación, veeduría y derecho a impugnación ciudadana de las siguientes autoridades:

1. Defensor/a del Pueblo,

2. Defensor/a Público,

3. Fiscal General del Estado, 

4. Contralor/a General del Estado,

5. Miembros del Consejo Nacional Electoral; y, 

6. Miembros del Tribunal Contencioso Electoral, 

En aplicación de lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley Orgánica del CPCCS, para el caso de la designación a de las autoridades mencionadas través de concursos públicos, el CPCCS ha garantizado la integración paritaria entre hombres y mujeres a través de concursos diferenciados y al menos la inclusión de una persona representante de pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos o montubios. Del mismo modo, en los concursos se aplicaron los siguientes criterios de acción afirmativa previstos en el Art. 27 de la Ley Orgánica del CPCCS para sumar puntos a la calificación total de méritos y oposición:

1. Ser ecuatoriana o ecuatoriano en el exterior por lo menos tres años en situación de movilidad humana.

2. Ser persona con discapacidad.

3. Pertenecer a los quintiles uno y dos de pobreza.

4. Ser menor de 30 o mayor de 65 años al momento de presentar la candidatura.

5. Estar domiciliado durante los últimos cinco años en la zona rural.

Por otra parte, el artículo 55 de la Ley Orgánica del CPCCS dispone que todas las designaciones, tanto de autoridades como de representantes ciudadanos que se deleguen al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, deben realizarse  a través de los procesos de selección por medio de las Comisiones Ciudadanas de Selección que deben conformarse para este propósito, salvo el caso de las designaciones de autoridades a través de ternas presentadas por la Presidenta o Presidente de la República, en los cuales el Art. 208 numeral 10 de la Norma Suprema dispone que el CPCCS realice la designación directamente, luego del proceso de impugnación y veeduría ciudadana correspondiente.
En virtud de la referida normativa y de lo dispuesto en las Leyes pertinentes que serán detalladas más adelante, el CPCCS ha llevado los siguientes procesos de designación de autoridades:

1. Representantes de los afiliados activos y jubilados al Directorio del Banco del IESS

2. Representantes de la Conferencia Nacional de Soberanía Alimentaria

· Comisiones Ciudadanas de Selección (CCS) 
Según lo previsto por el Art. 209 de la Norma Suprema en concordancia con el artículo 56 de la Ley Orgánica del CPCCS, las CCS se integran por una delegada o delegado de las Funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, Electoral y de Transparencia y Control Social e igual número de representantes por las organizaciones sociales y la ciudadanía, escogidos en sorteo público de entre quienes se postulen y cumplan con los requisitos determinados en la Ley Orgánica del CPCCS y en el Reglamento dictado para el efecto. 

El artículo 56 de la Ley Orgánica del CPCCS regula también  la conformación de las CCS y la designación tanto de los delegados de las funciones del estado como de los representantes ciudadanos, la designación de su presidente, que debe ser un representante ciudadano, quien tiene voto dirimente. La misma norma dispone que las sesiones de las CCS sean públicas.

El artículo 57 de la Ley Orgánica del CPCCS contempla los requisitos y prohibiciones para ser miembro de una CCS. 

A partir del artículo 58 hasta el 63 de la Ley Orgánica del CPCCS, se desarrolla el proceso de convocatoria con la participación activa de las ecuatorianas y ecuatorianos en el exterior, las fases de postulación, sorteo público, escrutinio público e impugnación y veedurías ciudadanas para la designación de las CCS. 

Los artículos 64 al 67 de la misma Ley regulan el funcionamiento de las Comisiones Ciudadanas de Selección, disponiendo la elección de su Presidenta o Presidente, las dietas que corresponde percibir a sus miembros, las prohibiciones en el ejercicio de esta función y los casos de cesación de funciones.

· Reglamentación adoptada por el CPCCS para las CCS

Conforme lo dispuesto en el artículo 208, numeral 9 de la Constitución de la República, corresponde al CPCCS organizar el proceso y vigilar la transparencia en la ejecución de los actos de las CCS de autoridades estatales.  En ejercicio de esta atribución y de las competencias normativas prescritas en los artículos 5 numeral 9, 38 numeral 9 y 72 de la Ley Orgánica del CPCCS, el Pleno del Organismo adoptó la siguiente normativa:

1. Reglamento de veedurías para los procesos de selección de los miembros de las comisiones ciudadanas y para la designación de autoridades.

2. Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección.

3. Instructivo para el proceso de conformación de las Comisiones Ciudadanas de Selección.

4. Reforma y codificación del instructivo para los concursos públicos de oposición y méritos para la selección y designación de las primeras autoridades y organismos colegiados elegidos mediante comisiones ciudadanas de selección.

· Transparencia y Publicidad 

Con fundamento en los principios de transparencia y publicidad que rigen el accionar del CPCCS,  previstos en el artículo 2, numerales 10 y 11 de la Ley Orgánica del CPCCS, con la finalidad de transparentar los procesos de selección y garantizar el control social, el artículo 2 del Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección dispone la “Publicidad de la información”, es decir que toda información relacionada con la aplicación de dicho Reglamento de es pública y debe constar en el portal web institucional.

Por otra parte, los reglamentos específicos aprobados por el CPCCS para cada concurso público, prevén la publicación de la convocatoria a postulación correspondiente mediante la publicación en tres diarios de circulación nacional, en la página web institucional y mediante difusión en cadena nacional de radio y televisión, en los idiomas de relación intercultural. 

· Presencia de Notario Público

El artículo 4 del Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección prevé la presencia de un Notario Público elegido por sorteo por parte del Pleno del CPCCS de la nómina de notarios del Cantón Quito, a fin de dar fe pública de los sorteos y otros actos que requieran igual formalidad y se realicen dentro de los procesos de selección de autoridades.

Los reglamentos específicos aprobados por el CPCCS para cada concurso público, prevén también la presencia de notario público para los mismos fines previstos en el Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección.

· Veedurías ciudadanas

Con fundamento en las  normas constitucionales y legales mencionadas respecto a la realización de los concursos públicos  con veeduría ciudadana, el artículo 3 del Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección, dispone que el CPCCS garantizará en todas las fases de los procesos de selección de autoridades, el ejercicio de las veedurías ciudadanas, bajo los principios de independencia, objetividad, imparcialidad y transparencia.

El artículo 207 y 208 de la Constitución de la República, disponen que los procesos de designación de autoridades deban contar con veedurías ciudadanas. Los veedores ejercen el control social al cumplimiento de las normas y procedimientos establecidos para cada proceso y vigilan la transparencia de los actos y resoluciones de la Comisión Ciudadana y del Pleno del CPCCS, durante todo el proceso, hasta la designación de la autoridad. 

· Escrutinio e Impugnación Ciudadana

Los artículos 20 y siguientes del Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección desarrolla el procedimiento que permite a la ciudadanía presentar impugnaciones a los postulantes a las CCS respecto a la falta de probidad o idoneidad, al incumplimiento de los requisitos legales, o por estar incursos en alguna de las prohibiciones que constan en la Ley Orgánica del CPCCS y el referido reglamento. El mismo reglamento dispone que las impugnaciones se formulen por escrito, debidamente fundamentadas, con firma de responsabilidad, adjuntando copia de la cédula del impugnante y la documentación que respalde la impugnación. El procedimiento prevé una fase de calificación motivada de las impugnaciones y los términos correspondientes, así como los mecanismos de notificación de las resoluciones adoptadas. Se contempla el derecho de los impugnados de presentar las pruebas de descargo. 

Por su parte, los reglamentos específicos aprobados por el CPCCS para cada concurso público, contemplan también esta fase, que inicia con la publicación de la lista de los postulantes mejor calificados, por medio de la prensa escrita, en tres diarios de circulación nacional, para que la ciudadanía conozca y se pronuncie sobre la presunta falta de probidad e idoneidad; la falta de cumplimiento de alguno de los requisitos o la existencia de alguna de las prohibiciones prescritas para cada tipo de autoridad. Los indicados reglamentos contemplan también los requisitos y contenido de la impugnación, calificación de la misma, la realización y sustanciación de audiencias públicas, resolución motivada sobre la impugnación, normas que contemplan la posibilidad de apelar de la resolución sobre la impugnación presentada, así como los términos respectivos y los mecanismos de notificación de las decisiones respectivas.

· Reconsideración y Recalificación

El artículo 5, numeral 5 del Reglamento de las CCS contempla entre las atribuciones del CPCCS el conocer y resolver en última y definitiva instancia las reconsideraciones propuestas por los postulantes a las CCS. En concordancia con esta norma, el artículo 15 del mismo reglamento contempla la posibilidad de solicitar la reconsideración en el término de tres días contados a partir de la publicación del listado diferenciado de mujeres y hombres participantes que cumplen e incumplen los requisitos. El artículo 16 del mismo reglamento prevé que las o los postulantes que se consideren afectados por la resolución del Pleno del Consejo respecto de la calificación de méritos, podrán solicitar la reconsideración, en el término de tres días contados a partir de la publicación de la resolución respectiva. 

En lo relativo a los concursos públicos de designación de autoridades a través de CCS,  los reglamentos específicos aprobados por el CPCCS, incluyen como atribución de estas Comisiones conocer y resolver las reconsideraciones sobre el cumplimiento de requisitos y las solicitudes de recalificación de méritos, acción afirmativa y oposición presentadas por las y los postulantes. 

· Participación de ecuatorianos en el exterior

Tanto para la integración de CCS como para la participación en los concursos públicos para selección de autoridades, los reglamentos expedidos por el CPCCS, prevén la posibilidad de que  las ciudadanas y ciudadanos domiciliados en el exterior presenten sus postulaciones en las representaciones diplomáticas y oficinas consulares del Ecuador en el mundo.

1. DESIGNACIÓN DE PRIMERAS AUTORIDADES

De conformidad con lo previsto en el artículo 208 numeral 11 de la Constitución de la República y en el artículo 55 de la Ley Orgánica del CPCCS, corresponde a esta Entidad designar a las primeras autoridades que se detalla  más adelante, a través de Comisiones Ciudadanas de Selección, que son las encargadas de realizar el correspondiente concurso público de oposición y méritos, con postulación, veeduría y derecho a la impugnación ciudadana.

En concordancia con estas normas, el artículo 210 de la Norma Suprema dispone que en los casos de selección por concurso de oposición y méritos de una autoridad, el CPCCS deba escoger a quien obtenga la mejor puntuación en el respectivo concurso. 

Finalmente, corresponde al CPCCS remitir a la Asamblea Nacional la nómina de las nuevas autoridades seleccionadas para la posesión respectiva.

Para la realización de los respectivos concursos públicos, el Pleno del CPCCS en ejercicio de su atribución de dictar las normas de cada proceso de selección, contenida en el Art. 38 numeral 4 de su Ley Orgánica, expidió los siguientes reglamentos:

· CODIFICACION DEL REGLAMENTO DEL CONCURSO DE MERITOS Y OPOSICION PARA LA SELECCION Y DESIGNACION DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA FISCALIA GENERAL DEL ESTADO (Publicada en Registro Oficial No. 345 de 21 de diciembre de 2010).

· REGLAMENTO DEL CONCURSO DE OPOSICIÓN Y MÉRITOS PARA LA  SELECCION Y DESIGNACION DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO (Publicado en Registro Oficial No. 526 de 02 de septiembre de 2011).

· REFORMA Y CODIFICACION DEL REGLAMENTO DEL CONCURSO DE OPOSICION Y MERITOS PARA LA SELECCION Y DESIGNACION DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORIA DEL PUEBLO. (Publicada en Registro Oficial No. 487 de 08 de agosto de 2011).

· REGLAMENTO  DEL  CONCURSO  DE  OPOSICION  Y  MERITOS   PARA    LA SELECCION Y DESIGNACION DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORIA PÚBLICA. (Publicado en Registro Oficial No. 529 de 07 de septiembre de 2011).

2. DESIGNACIÓN DE  CUERPOS COLEGIADOS

De conformidad con lo previsto en los numerales 9, 11 y 12  del artículo 208 de la Constitución de la República y en el artículo 55 de la Ley Orgánica del CPCCS, a esta entidad le corresponde la designación de los miembros de los cuerpos colegiados que se detalla más adelante, a través de Comisiones Ciudadanas de Selección, a cargo del correspondiente concurso público de oposición y méritos, con postulación, veeduría y derecho a la impugnación ciudadana.

En concordancia con estas normas, el inciso segundo del artículo 210 de la Norma Suprema dispone que cuando se trate de la selección de cuerpos colegiados que dirigen entidades del Estado, el CPCCS debe designar a los miembros principales y suplentes, en orden de prelación, entre quienes obtengan las mejores puntuaciones en el concurso, disponiendo que los miembros suplentes sustituirán a los principales cuando corresponda, con apego al orden de su calificación y designación. Al respecto, el artículo 73 de la Ley Orgánica del CPCCS dispone que una vez concluido el proceso de selección de autoridades, las CCS deben remitir al Pleno del Consejo un informe con los resultados de su trabajo a fin de que se proceda a la designación de quienes hayan obtenido la mayor puntuación en el concurso, asegurando la paridad entre mujeres y hombres y la inclusión de al menos un postulante proveniente de pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos o montubios.

.

El mismo artículo 73 dispone que los informes de las CCS son vinculantes y que el CPCCS no puede alterar las valoraciones resultantes del concurso realizado por las comisiones, ni el orden de los resultados del concurso, ni modificar las valoraciones de los postulantes para la designación de

Autoridades por concurso de oposición y méritos.

Para la realización de los respectivos concursos públicos, el Pleno del CPCCS en ejercicio de su atribución de dictar las normas de cada proceso de selección, contenida en el Art. 38 numeral 4 de su Ley Orgánica, expidió los siguientes reglamentos:

· CODIFICACION DEL REGLAMENTO DEL CONCURSO DE OPOSICION Y MERITOS PARA LA SELECCION Y DESIGNACION DE LAS Y LOS CONSEJEROS DEL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL. (Publicada en Registro Oficial No. 486 de 07 de julio de 2011).

· REFORMA Y CODIFICACION DEL REGLAMENTO DEL CONCURSO DE OPOSICIÓN Y MÉRITOS PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LAS Y LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL (Publicado en el Registro Oficial 534 de 14 de septiembre de 2011). 

· REGLAMENTO DEL CONCURSO DE OPOSICIÓN Y MÉRITOS PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN PARA LA RENOVACIÓN PARCIAL DE LAS Y LOS CONSEJEROS DEL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL. (Publicado en el Primer Suplemento del Registro Oficial No. 315, de 20 de agosto de 2014) 
III.1.2.4. PROCESO DE DESIGNACIÓN DE LOS REPRESENTANTES DE LOS AFILIADOS ACTIVOS Y JUBILADOS AL DIRECTORIO DEL BANCO DEL IESS

De conformidad con lo previsto en el artículo 8 de la Ley del Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, publicada en el Registro Oficial Suplemento 587 de 11 de mayo de 2009, el directorio del Banco estará integrado, entre otros por:

c) Un miembro que será designado en representación de los afiliados activos elegido por concurso

público de oposición y méritos, con la dirección y vigilancia del Consejo de Participación Ciudadana;

d) Un miembro que será designado en representación de los jubilados elegido por concurso público de oposición y méritos, con la dirección y vigilancia del Consejo de Participación Ciudadana.

En concordancia con dicha disposición, el CPCCS ha dirigido dos procesos de designación correspondientes a dos períodos de funciones del Directorio del Banco del IESS: 2009-2013 y 2014-2017.

Para el período 2014-2017, de conformidad con lo previsto en el artículo 55 de la Ley Orgánica del CPCCS el proceso de selección se realizó por medio de una CCS conformada para este propósito y de conformidad con lo previsto en el siguiente reglamento, dictado en ejercicio de las atribuciones que confiere a la Entidad el artículo 38 numeral 4 de la Ley Orgánica del CPCCS:

· REGLAMENTO REFORMADO PARA EL CONCURSO DE OPOSICION Y MERITOS PARA LA DESIGNACION DE REPRESENTANTES DE LAS Y LOS AFILIADOS ACTIVOS Y JUBILADOS AL DIRECTORIO DEL BANCO DEL INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL (Publicado en el Registro Oficial 249 de 20 de mayo de 2014)

III.1.2.5. PROCESO DE DESIGNACIÓN DE LOS REPRESENTANTES DE LA CONFERENCIA NACIONAL DE SOBERANÍA ALIMENTARIA

Con fundamento en lo previsto en el artículo 33 de la Ley  Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria, publicada en el Registro Oficial Suplemento 583 de 5 de mayo de 2009, la Conferencia Plurinacional e Intercultural de Soberanía Alimentaria está conformada por nueve representantes de la sociedad civil, los mismos que son seleccionados y designados por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, mediante concurso público de merecimientos y oposición, en el que pueden participar las ciudadanas y ciudadanos cuya actividad tenga relación con la soberanía alimentaria, la salud y la nutrición.
En concordancia con dicha disposición, el CPCCS ha dirigido dos procesos de designación correspondientes a dos períodos de funciones de la Conferencia Nacional de Soberanía Alimentaria: 2009-2013 y 2014-2018.
Para el período 2014-2018, de conformidad con lo previsto en el artículo 55 de la Ley Orgánica del CPCCS el proceso de selección se realizó por medio de una CCS conformada para este propósito y de conformidad con lo previsto en el siguiente reglamento, dictado en ejercicio de las atribuciones que confiere a la Entidad el artículo 38 numeral 4 de la Ley Orgánica del CPCCS:

· REGLAMENTO DEL CONCURSO DE MERITOS Y OPOSICION PARA LA SELECCION Y DESIGNACION DE LAS Y LOS MIEMBROS DE LA CONFERENCIA PLURINACIONAL E INTERCULTURAL DE SOBERANIA ALIMENTARIA (Publicado en el Registro Oficial Suplemento 938 de 22 de abril de 2013) 
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PREGUNTA 16:

¿Como el Estado asegura que los procesos de reclutamiento usados por las autoridades del gobierno y asociaciones políticas sean transparentes, objetivas y razonables? ¿Qué medidas se han puesto en marcha para asegurar la igualdad de reclutamiento de mujeres, minorías, personas con discapacidades y miembros de otros grupos con desventajas?

En  el  caso  del  Consejo Nacional pata la Igualdad Intergeneracional (CNII),  se  han  promovido  procesos  de  conformación  a  nivel  local  (municipios)  de  los consejos  consultivos  de  niñas,  niños  y  adolescentes,  jóvenes  y  adultos  mayores,  en  donde  se  ha convocado  de  manera  amplia  a  participar  a  los  sujetos  de  derechos  en  estos  espacios  de  consulta  y  de articulación con las autoridades e instancias públicas. 
 

Desde  le  CNII  se  ha  propuesto  una  metodología  para  elegir  a  los  representantes  del  Consejo Consultivo,  incorporando  los  enfoque  de  género,  generacionales,  interculturales  y  de  igualdad.  Esta  metodología  se  ha  compartido  a  nivel  local  para  que  los  Consejos  Cantonales  de  Niñez y Adolescencia  o  los  Consejos  Cantonales  de  Protección  de  Derechos  y  la  adecúen  a  sus  distintas realidades.  La  propuesta  es  incluir  en  estos  espacios  y  procesos  de  participación  a  diferentes actores, opiniones, intereses y expectativas para que se tenga un enfoque de  participación integral. 

Por  otro  lado,  en  las  experiencias  de  elección  de  los miembros  de  sociedad  civil  para  conformar  el Consejo  Nacional  de  Niñez  y  Adolescencia  hoy  Consejo  Nacional  para  la  Igualdad Intergeneracional, se  han  realizado  convocatorias  ciudadanas  amplias,  inclusivas,  con  enfoques  de  género  e interculturalidad  especialmente,  y  un  proceso  transparente  de  elección  de  miembros  a  través  de colegios electorales. 

De  acuerdo  a lo  que  determina  la  LOCNI,  en  su  Art.  8,  el  Consejo  de  Participación  Ciudadana  y 

Control  Social  debe  elaborar  un  reglamento  para  convocar  a  un  concurso  público  de  méritos  a  las  y los  ciudadanos,  sujetos  destinatarios  de  la  política  pública,  conforme  a  las  temáticas  de  cada consejo  de  igualdad.  Estos  procesos son  públicos,  sujetos  a  vigilancia  y  veedurías  ciudadanas  a  fin de garantizar la mayor transparencia y objetividad.

 
PREGUNTA 17:

Favor indicar si existen restricciones impuestas a los derechos contenidos en el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Si es así, ¿Cómo el Estado se asegura que estas restricciones no sean discriminatorias, excepcionales y basadas en criterios objetivos razonables?

El Art. 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se refiere al derecho de “Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;” 

En relación a este tema, se resalta que en lugar de restricciones, hay un amplio y favorable contexto para la participación ciudadana en el Sistema político y jurídico ecuatoriano.

Las respuestas a las preguntas 1 a la 5 dan cuenta de la importancia que el Estado Ecuatoriano asigna a la participación ciudadana como derecho en el sistema constitucional de derechos y justicia, previsto en el Art. 1  de la Constitución de la República, cuyo eje central es el enfoque de garantía de derechos, siendo una de sus características, la conjugación del estado como estructura, los derechos como fin y la  democracia como medio.

Adicionalmente, como se ha mencionado, nuestro sistema jurídico da a la participación un enfoque sistémico en los ámbitos sectorial, territorial, nacional, local, individual y colectivo.

PREGUNTA 18:

El pleno goce de los derechos protegidos en el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos requiere respeto por los derechos garantizados en los artículos 19, 21 y 22 del PIDCP. Al respecto, ¿Qué legislación se encuentra vigente para asegurar medios de comunicación plurales e independientes? ¿Se encuentran los periodistas, defensores de los derechos humanos y organizaciones de la sociedad civil en capacidad de desarrollar libremente sus actividades? Favor proveer información sobre las restricciones a la libertad de asociación, en particular el derecho para formar y unirse a asociaciones concernientes con asuntos públicos y políticos. Si existe condiciones para el ejercicio de los derechos garantizados en los artículos 19, 21 y 22 del PIDCP, ¿Estos se encuentran normados por ley, son necesarios y proporcionales?

En lo relativo al derecho a la reunión pacífica y a la libertad de asociación, se hace presente que la legislación ecuatoriana no solo involucra al Estado y al sector público en los procesos participativos, sino también a la sociedad y sus plurales formas de representación y expresión, pues constantemente está refiriéndose a la organización social y popular como condición para el ejercicio de la participación y el logro del poder ciudadano.

En este sentido, la legislación reconoce la importancia de la organización social y popular con fines colectivos, y su pertinencia en el dinamismo de los procedimientos de participación en la esfera pública, estimulando la promoción y fomento de la organización social en distintos ámbitos. Por ejemplo, en el ámbito rural promueve la creación de organizaciones de base, mientras con enfoque territorial fomenta que las comunas, comunidades, recintos, barrios y parroquias urbanas sean los núcleos espaciales de participación en la planificación; y reconoce roles públicos a las múltiples formas de organización popular para la gestión sectorial en temas ambientales, de gestión del agua, niñez y adolescencia, discapacidades y género.

Promoción Electoral

El tema de la promoción electoral se ha constituido en una de las estrategias permanente del Consejo Nacional Electoral (CNE) y ha conducido sus políticas para fortalecer los conocimientos referentes al manejo de gasto electoral en campañas, de conformidad con la Ley y los reglamentos respectivos expedidos por la Institución; asimismo, que la ciudadanía conozca su papel como fiscalizadora de las acciones de los candidatos en época de pre campaña y campaña electoral.

La promoción electoral, es una competencia que transversaliza el proceso electoral.

PREGUNTA 19:

Favor proveer información sobre medidas tomadas para asegurar que la información y materiales educativos en derechos humanos, en particular sobre derechos y oportunidades relativas a la participación en asuntos públicos y políticos, se encuentre disponible y accesible para todos.

Con la finalidad de dar cumplimiento al mandato constitucional de orientar la gestión del Estado a la protección de derechos, y en virtud del compromiso voluntario del Ecuador, adquirido durante el proceso del Examen Periódico Universal, que tuvo lugar en el marco de la Organización de Naciones Unidas Ginebra, en mayo de 2012; el Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos (MJDHC), con el apoyo de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (OACDH), con el apoyo trabajó en el desarrollo e implementación de una plataforma virtual que permite: 1) Sistematizar y buscar estándares nacionales e internacionales de derechos humanos; 2) Automatizar el proceso de elaboración de informes del Estado sobre los derechos humanos ante los organismos internacionales.

De esta manera, el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, en ejercicio de sus competencias, presentó la plataforma Web “SIDERECHOS” con el objetivo de contribuir a los procesos de garantía de derechos impulsados por el Ecuador; apoyar al conocimiento e implementación de los derechos humanos por parte de cada uno de los órganos competentes del Estado; y, fomentar la participación pública. La plataforma se encuentra disponible en el sitio web: http://www.siderechos.gob.ec
Es así que, Ecuador busca asegurar el acceso a la información en derechos humanos a todos y todas. En específico, esta plataforma detalla el derecho de participación con la disposición de normas nacionales, internacionales, recomendaciones de Comités, entre otros.

En virtud de sus atribuciones relacionadas con la promoción de la participación ciudadana, al CPCCS le corresponde propiciar la formación en participación ciudadana así como así como estimular las capacidades para el ejercicio y exigibilidad de derechos de las y los ciudadanos residentes en el país y en el exterior. En este marco, el CPCCS ha elaborado la  siguiente información que forma parte del sitio web institucional http://www.cpccs.gob.ec/.
MATERIAL COMUNICACIONAL
· Campaña de Promoción de las Escuelas de Formación Ciudadana en el 2013, para lo cual se  difundieron 15.068 cuñas en 119 radios nacionales y locales.

· Publicación: “Mujeres en lo público”. Participación de las mujeres en los procesos del CPCCS. Con la finalidad de difundir información sobre los procesos realizados por el CPCCS, para lo cual se publicó un libro de experiencias de la participación de mujeres lideresas en el 2013, que contó con 5.000 ejemplares impresos y entregados a base de datos del CPCCS, cuya entrega directa se realizó en el CPCCS, en sus oficinas provinciales y a través de correos del Ecuador.

· Libro de sistematización de trabajo realizado con defensorías comunitarias, que contó con 5.000 ejemplares impresos y entregados a ciudadanos que constan en la base de datos del CPCCS, cuya entrega directa se realizó en el CPCCS, en oficinas provinciales y a través de correos del Ecuador. Su publicación se encuentra en el libro "Voces Ciudadanas" No 1: Sistematización de Defensorías Comunitarias y redes que atienden la violencia de género.

· 25.000 ejemplares impresos  de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, 8000 ejemplares impresos  de la Ley Orgánica del CPCCS, Reglamento de denuncias y pedidos, Reglamento de Veedurías Ciudadanas, con la finalidad de difundir las leyes que competen al CPCCS, entregada a la ciudadanía en capacitaciones y otros eventos en el 2013, para lo cual se difundieron y entregados a ciudadanos que constan en la base de datos del CPCCS.

· Publicación sobre la Guía referencial del proceso de Rendición de Cuentas con la finalidad de difundir las actividades del CPCCS en temas de Rendición de Cuentas en el 2012.
Adicionalmente, el CPCCS ha realizado las siguientes acciones de divulgación y sensibilización sobre los derechos de participación:

Cursos o módulos educativos en universidades

Durante el año 2012, en el marco de un convenio específico de cooperación interinstitucional firmado entre el CPCCS y el Instituto de Altos Estudios Nacionales, se realizó un proceso de capacitación dirigido a servidores/as públicos y ciudadanía, en las ciudades de Quito, Guayaquil, Portoviejo y Tena.

Se dictaron cursos de: Liderazgo Gerencial, Constitución para Servidoras/es Públicos, Equidad de Género en la Gestión Pública, Mediación de Conflictos, Ética y Transparencia en la Gestión Pública, Herramientas Básicas de la Gestión Pública y 4 foros con expertos internacionales en temas de transparencia e interculturalidad, equidad de género, rendición de cuentas y control social en las ciudades de Quito, Guayaquil, Portoviejo y Tena.  

La retroalimentación de la capacitación recibida a los coordinadores de las diferentes provincias en las que se realizaron estos procesos, indica que los contenidos de la capacitación fueron adecuados y útiles para los 110 participantes del curso y cerca de 600 participantes de los foros. 

Políticas y prácticas sobre uso de internet

La página web institucional incluye mecanismos fundamentales para hacer uso de las tecnologías de información y comunicación como herramientas de educación pública y para hacer conciencia en materia de promoción de la participación ciudadana: el acceso a cursos virtuales básicos sobre participación ciudadana y transparencia Los/as ciudadanos/as interesados en conocer de estas temáticas pueden acceder a los cursos y lecturas complementarias a través de la web.  El CPCCS ha previsto monitorear e ir añadiendo nuevos contenidos de formación en line en base a evaluaciones semestrales sobre el uso de esta herramienta. 
Programas sensibilización niños, jóvenes y otros sectores

El 7 de mayo de 2013, los representantes de colegios de la capital y miembros de organizaciones juveniles participaron en el primer encuentro denominado “Jóvenes por el Pacto Ético para la prevención y lucha contra la corrupción”, evento que fue desarrollado por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS), como parte de las actividades programadas para la presentación del Plan Nacional de Lucha contra la Corrupción (PNLCC), a cargo de la Función de Transparencia y Control Social (FTCS).

· como resultado del cual, se suscribió el Pacto Ético para la prevención y lucha contra la corrupción

PREGUNTA 20:

Favor proveer información sobre cómo el país se asegura que sus instituciones públicas sean responsables por sus políticas de participación pública y política.

Entre los mecanismos que facilitan a la sociedad el control a la gestión de lo público y por ende, responsabilizan a la institucionalidad pública por sus acciones, se encuentra la rendición de cuentas, concebida como un derecho ciudadano y como una obligación correlativa de quienes participan en la gestión de lo público, de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica de Participación Ciudadana y en la Ley Orgánica del CPCCS en virtud de ser competencia del CPCCS el establecimiento de mecanismos de rendición de cuentas, según lo previsto en el Art. 208 de la Constitución de la República.

La rendición de cuentas es un proceso participativo, dinámico y permanente, que tiene como principales actores las autoridades y la ciudadanía, está orientado fundamentalmente a la transparencia de la gestión pública. 

Las autoridades del Estado, electas o de libre remoción, representantes legales de las empresas  públicas o personas jurídicas del sector privado que manejen fondos públicos o desarrollen actividades de interés público y los medios de comunicación social, están obligados a informar y someterse a evaluación de la ciudadanía por las acciones u omisiones en el ejercicio de su gestión y en la administración de recursos públicos.

El Art. 10 de la Ley Orgánica del CPCCS prevé en los siguientes términos el contenido mínimo de los informes de rendición de cuentas:

1. Cumplimiento de políticas, planes, programas y proyectos.

2. Ejecución del presupuesto institucional.

3. Cumplimiento de los objetivos y el plan estratégico de la entidad.

4. Procesos de contratación pública.

5. Cumplimiento de recomendaciones o pronunciamientos emanados por las entidades de la Función de Transparencia y Control Social y la Procuraduría General del Estado.

6. Cumplimiento del plan de trabajo presentado ante el Consejo Nacional Electoral, en el caso de las autoridades de elección popular.

7. En el caso de las empresas públicas y de las personas jurídicas del sector privado que presten servicios públicos, manejen recursos públicos o desarrollen actividades de interés público deberán presentar balances anuales y niveles de cumplimiento de obligaciones laborales, tributarias y cumplimiento de objetivos.

8. Las demás que sean de trascendencia para el interés colectivo.

En  tal contexto el CPCCS ha realizado acciones con el objeto de construir, desde las opiniones y experiencias de la ciudadanía e institucionalidad pública, instrumentos como guías metodológicas y formularios. Como resultado 70 instituciones presentaron sus informes de rendición de cuentas en el 2010. En el 2011 inició el diseño de una plataforma informática y se incrementaron a  600 las  instituciones que rindieron cuentas. En el 2012 se incorporaron aportes de las instituciones involucradas  a las  guías y formularios desarrollados y  rindieron cuentas 870 instituciones. El 2013 se formularon guías metodológicas especializadas para cada Función del Estado. Se implementaron campañas de comunicación en todo el país y procesos intensivos de capacitación y sensibilización a la institucionalidad pública y a la ciudadanía. 3.029 instituciones  públicas y 3.985 autoridades de elección popular presentaron sus informes. Los resultados del 2014 se conocerán en el primer trimestre del 2015 en que corresponde a los sujetos  obligados ejecutar sus procesos de rendición de cuentas.

El artículo 173 del Código de la Democracia establece que la observación electoral se fundamenta en el derecho ciudadano, reconocido en la Constitución, a ejercer acciones de veeduría y control sobre los actos del poder público. La observación electoral, persigue la comprensión y evaluación de todas las fases de un proceso electoral, atestiguando los desempeños de la Función Electoral, orientados a garantizar el voto ciudadano y la búsqueda de perfeccionamiento del sistema.

Las elecciones democráticas auténticas son una expresión de la soberanía, que pertenece al pueblo de un país, la libre expresión de cuya voluntad constituye la base de la autoridad y la legitimidad del gobierno. Los derechos de los ciudadanos a votar y a ser elegidos en elecciones democráticas auténticas celebradas periódicamente son derechos humanos internacionalmente reconocidos. Las elecciones democráticas sirven para resolver pacíficamente la competencia por el poder político dentro de un país y consiguientemente son fundamentales para el mantenimiento de la paz y la estabilidad. 

Cuando los gobiernos son legitimados mediante elecciones democráticas auténticas, se reduce la posibilidad de que surjan desafíos no democráticos al poder. Las elecciones democráticas son un requisito indispensable para la gobernanza democrática, porque son el instrumento mediante el cual el pueblo de un país expresa libremente su voluntad, sobre bases establecidas por la ley, para determinar quiénes tendrán legitimidad para gobernar en nombre suyo y en defensa de sus intereses. El logro de elecciones democráticas auténticas forma parte del establecimiento de un conjunto más amplio de procesos e instituciones de gobernanza democrática. En este contexto la observación electoral que realizan las organizaciones no gubernamentales locales y las financiadas por organismos gubernamentales y no gubernamentales de otros países, se ha convertido en el método más común para identificar y prevenir errores, distorsiones y manipulaciones en las prácticas de logística electoral y de la votación. 

Por otro lado, la observación electoral es un conjunto de actividades y procedimientos específicos, diseñados para efectuar un seguimiento minucioso, objetivo y transparente del desarrollo de cada una de las etapas del proceso electoral, con apego a la normativa legal vigente de cada país. 

La observación nacional e internacional de elecciones tiene el potencial de elevar el nivel de integridad de los procesos electorales, impidiendo y revelando las irregularidades para evitar el fraude con lo cual se brindará recomendaciones para mejorar a futuro los procesos electorales. Puede promover la confianza pública, según corresponda, promover la participación electoral y mitigar las posibilidades de que surjan conflictos relacionados con las elecciones. También sirve para incrementar la comprensión internacional mediante el intercambio de experiencias e información acerca del desarrollo de la democracia. 

La presencia de observadores/ras se debe concentrar en primer lugar en la promoción de una atmósfera de apertura y transparencia, a efecto de fortalecer la confianza pública en el proceso electoral y sus resultados. El acceso de los observadores/ras a los procesos de votación actúa como una barrera contra prácticas indebidas e intentos de fraude. Los reportes sólidamente fundamentados de los observadores/ras son también un medio importante a través del cual se puede evaluar el desempeño de los esquemas y operaciones electorales. Dichos reportes son también herramientas útiles para que los legisladores, organizaciones políticas y autoridades electorales promuevan mejoras de los sistemas electorales en el futuro. 

La observación electoral tiene beneficios adicionales muy significativos. De hecho, la influencia y reputación de los organismos patrocinadores pueden coadyuvar a obstaculizar tanto prácticas inconvenientes, como cuestionamientos frívolos e infundados del proceso. Los equipos de observación internacional cuentan con información comparativa de otras evaluaciones que pueden ser efectivas para estimular el mejoramiento y adecuación de ésta práctica conforme a los parámetros utilizados internacionalmente. 

Es así que, contar con la participación de observadores/ras electorales contribuye a generar un clima de transparencia en el desarrollo del proceso electoral desde su planificación y ejecución hasta la proclamación de resultados oficiales y resolución de apelaciones. A la par, constituye un aval del proceso técnico y de la gestión desarrollada por el Consejo Nacional Electoral y sus autoridades. 

Adicionalmente, el cumplimiento de declaraciones y convenios internacionales a los cuales el Ecuador es adherente, como la Declaración Universal de Los Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos, la Carta Democrática de la OEA, entre otros, favorece al posicionamiento internacional del Consejo Nacional Electoral y del Estado ecuatoriano.

Durante el desarrollo del proceso electoral del 23 de febrero de 2014, tanto en las fases preparatorias, el Programa de Observación Electoral y la fase post-electoral,  el Consejo Nacional Electoral contó con la presencia de más de 300 observadores internacionales provenientes de los 5 continentes del planeta, y alrededor de 250 observadores nacionales, entre personas naturales, jurídicas y de organismos de control.
· Observadores Nacionales Independientes

· Personas naturales: 84 acreditadas

· Personas jurídicas: 3 organizaciones acreditadas

· Comité Ecuatoriano de Derechos Humanos y Sindicales – CEDHUS: 29 representantes

· Corporación “Participación Ciudadana”: 125 representantes

· Defensoría del Pueblo: 318 representantes

· CONADIS: 531 representantes

· Observadores Nacionales Invitados:

· CEPDHU: 3 representantes

· Consejo de Participación Ciudadana y Control Social: 3 representantes

TOTAL DE OBSERVADORES NACIONALES: 1090

· Observadores Internacionales:

· UNASUR: 51 representantes

· OEA: 3 representantes 

· UNIORE: 44 representantes 

· Unión Africana: 2 representantes

· EISA – Instituto Electoral para una Democracia Sustentable en África: 2 representantes 

· CEELA: 2 representantes

· Parlamento Andino: 4 representantes 

· Comisión Electoral de Corea: 3 representantes

· Junta Central Electoral de España: 3 representantes

· Comisión Electoral de Sudáfrica: 6 representantes

· Comisión Central Electoral de la Federación Rusa: 3 representantes

· Comisión Electoral de la India:  3 representantes

· ACEEEO – Asociación de Oficiales Electorales de Europa: 3 representantes

· ALBA-TCP – Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América: 3 representantes

· Liga Árabe: 3 representantes

· A-WEB: 3 representantes

· Personalidades Independientes: 51 representantes

TOTAL DE OBSERVADORES INTERNACIONALES: 196
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Países de orígen de los Observadores Internacionales:

1. Alemania

2. Argentina

3. Australia

4. Bolivia

5. Brasil

6. Camerún

7. Canadá 

8. Chile

9. Colombia

10. Congo

11. Corea

12. Costa Rica

13. Egipto

14. El Salvador

15. España 

16. Estados Unidos

17. Francia

18. Guatemala

19. Hungría

20. Honduras

21. India

22. Indonesia

23. Líbano

24. México

25. Nicaragua

26. Panamá

27. Paraguay

28. Perú

29. Puerto Rico

30. República Dominicana

31. Rusia

32. Santa Lucía

33. Sudáfrica

34. Uruguay

35. Venezuela
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*Observadores pertenecientes a organismos electorales a nivel mundial

Consejos Ciudadanos Sectoriales:
El artículo 52 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece que los consejos sectoriales “son instancias sectoriales de diálogo, deliberación y seguimiento de las políticas públicas de carácter nacional y sectorial; constituyen un mecanismo para la discusión de los lineamientos y seguimiento de la evolución de las políticas ministeriales”. Estos deben ser impulsados por la Función Ejecutiva y su financiamiento deberá estar incluido en el presupuesto ministerial respectivo. Se desempeñarán como redes de participación de la sociedad civil articuladas a los ministerios sectoriales.
Entre las funciones que le otorga el artículo 53 a los consejos sectoriales se encuentran las siguientes:

1.  Intervenir como instancias de consulta en la formulación e implementación de las políticas sectoriales de alcance nacional;

2. Proponer al ministerio agendas sociales de políticas públicas sectoriales;
3. Monitorear que las decisiones de las políticas y los planes sectoriales ministeriales se concreten en las partidas presupuestarias respectivas y se implementen en los programas y proyectos gubernamentales sectoriales;
4. Hacer el seguimiento y la evaluación participativa de la ejecución de las políticas públicas sectoriales en las instancias estatales correspondientes;
5. Generar debates públicos sobre temas nacionales;

6. Coordinar con las diferentes instituciones públicas y privadas en el tema de su responsabilidad para la concreción sectorial de la agenda pública; y,

7. Elegir a la delegada o delegado del consejo ciudadano sectorial a la Asamblea Ciudadana Plurinacional e Intercultural para el Buen Vivir.
Fuentes: 
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� DESARROLLO INSTITUCIONAL DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL ECUADOR’ presentación del Ab. Fernando Cedeño Rivadeneira en Brasilia, en diciembre de 2012, en el Seminario Internacional ‘Desafíos de la democracia en el Mercosur’, p. 2





� DESARROLLO INSTITUCIONAL DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL ECUADOR’ presentación del Ab. Fernando Cedeño Rivadeneira en Brasilia, en diciembre de 2012, en el Seminario Internacional ‘Desafíos de la democracia en el Mercosur’, p. 10-11.


 


� Subcoordinación Nacional de Promoción de la Participación, Memorando No. CPCCS–PRQ–P33 -2014 de 23 de septiembre de 2014.


� Coordinación General de Interculturalidad, Memorando No. CPCCS-PNAMCQ-111-2014, de 18 de septiembre de 2014.


� De conformidad con lo previsto en el Art. 229 de la Constitución de la República, las autoridades también son servidores públicos.


� Ramiro Ávila Santamaría, ensayo  “Ecuador Estado Constitucional de Derechos y Justicia”, Serie Justicia y Derechos Humanos, Neoconstitucionalismo y Sociedad, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos,  Primera Edición, Quito,  noviembre de  2008.
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